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Señores miembros del Jurado: 
 
La presente investigación titulada Implicancias Jurídicas del Derecho al Olvido dentro 
de las nuevas Tecnologías de Información en relación con los Derechos Fundamentales 
de la Persona; que se pone a vuestra consideración, tiene como objetivo señalar las 
implicancias jurídicas del derecho al olvido dentro de las  nuevas tecnologías de 
información en relación con los derechos fundamentales de la persona, esta investigación 
adquiere relevancia dado que, va direccionada a demostrar como el uso de las nuevas 
tecnologías de información viene generando una limitación dentro de derechos 
fundamentales como el honor, intimidad personal, privacidad y a la resocialización que le 
asiste a toda persona.  
 
Es en este contexto, que cumpliendo con el reglamento de grados y título de la Universidad 
César Vallejo, que en el desarrollo de la presente investigación se ha procedido a organizar 
de la siguiente forma el trabajo de investigación por tanto, es en la parte introductoria que se 
encuentra la aproximación temática, trabajos previos, teorías relacionadas al tema o marco 
teórico y la formulación del problema; estableciendo en este el problema de investigación, 
los objetivos, los supuestos jurídicos generales y específicos. En la segunda parte se 
abordará el marco metodológico en el que se sustenta el trabajo como una investigación 
desarrollada en el enfoque cualitativo, de tipo de estudio orientado a la comprensión acto, es 
así que como investigador se procedió a establecer los resultados de la investigación que 
permitieron arribar a las conclusiones y sugerencias planteadas en el desarrollo de la 
investigación, todo ello con los respaldos bibliográficos y las evidencias contenidas en los 
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El presente trabajo de investigación es de tipo cualitativo con un diseño de estudio basado en 
teoría fundamentada, asimismo, la finalidad del presente estudio es señalar las implicancias 
jurídicas del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías de información en relación 
con los derechos fundamentales de la persona. Del mismo modo resulta necesario exponer 
que en el proceso de esta investigación se ha establecido un marco teórico relacionado al 
tema de investigación, el marco normativo en el que se encentra inmerso el derecho al 
olvido, así como el tratamiento jurídico que se le da en el derecho comparado, a las 
implicancias jurídicas del derecho al olvido que viene generando el avance de las nuevas 
tecnologías en el mundo globalizado y el tratamiento jurisprudencial que va teniendo este 
derecho dentro del ámbito jurídico y de protección de derechos de las personas en la 
sociedad. 
 
Es sobre estos lineamientos, que dentro del desarrollo de la presente investigación se 
direcciono como objetivo entrevistar a abogados especialistas, Jueces Civiles y/o 
Constitucionales que tienen como labor diaria la protección de los derechos fundamentales 
de las personas en concordancia con el marco normativo y con las exigencias que puedan ir 
surgiendo en la sociedad por medio de los avances tecnológicos; por último, a docentes de la 
cátedra de derecho constitucional de diferentes universidades encargados de formar la visión 
de un derecho cambiante en el pensamiento de sus estudiantes que conocen del tema materia 
de investigación y de su inserción dentro de un mundo globalizado en la que nos vemos 
inmersos permite el surgimiento de un novísimo derecho al olvido. 
Palabras clave: Derecho al olvido, Avances tecnológicos, Derechos de la persona, 












The present research work is qualitative with a study design based on theory also founded, 
the purpose of this study is to point out legal implications of the right to be forgotten within 
the new information technologies with the fundamental rights of the person. In the same 
way, it is necessary to state that in the process of this investigation a theoretical framework 
related to the research topic has been established, the normative framework in which the 
right to be forgotten is immersed, as well as the legal treatment that is given in the right 
compared to the legal implications of the right to oblivion that has been generated by the 
advancement of new technologies in the globalized world and the jurisprudential treatment 
that this right is taking within the legal sphere and the protection of the rights of people in 
society. 
 
It is on these guidelines, that within the development of the present investigation, the 
objective was to interview lawyers specialized in constitutional rights who are 
knowledgeable about the topic of research and its insertion in a globalized world, Civil and 
Constitutional Judges who have as daily work the protection of the fundamental rights of the 
people in accordance with the regulatory framework and with the demands that may arise in 
society through technological advances; Finally, teachers of the chair of constitutional law 
of different universities responsible for shaping the vision of a changing law in the thinking 
of their students and how globalization in which we are immersed allows the emergence of a 
new right to oblivion. 
 

































En un Estado Social Democrático de Derecho como el Peruano, debe propugnar la inserción 
de un respeto irrestricto a los derechos fundamentales de la personas como parte del rol 
tuitivo, siendo el poder legislativo el que por medio de su labor normativa brinde una 
protección y seguridad jurídica a todos los miembros de la sociedad, en este sentido el 
avance tecnológico no solo desarrolla aspectos positivos en la sociedad sino que dicha 
libertad tecnológica trae también una limitación del derecho a la intimidad personal y 
familiar, al honor y la buena reputación los cuales se encuentra amparados en la Constitución 
Política del Perú, es partiendo de ello que el respeto de estos derechos resulta  ser el eje de 
partida de la formación de otros derechos conexos que subyacen con la evolución de las 
sociedades. 
 
Por tanto, el uso de las nuevas tecnologías de la información, evolución que ha ido surgiendo 
producto de la globalización dentro de la sociedad viene generando cambios dentro de la 
esfera de los derechos de las personas, dado que con los avances tecnológicos surge también 
la necesidad de salvaguardar la esfera íntima conducente del individuo, en este contexto que 
surge el derecho quien por medio del empleo de la norma debe regular las posibles 
intromisiones que el empleo de la tecnología logre ocasionar dentro de la sociedad, 
partiendo de ello es que el Estado por medio de su ius puninedi debe regular las relaciones 
jurídicas que enfrenta el uso de la inserción de la tecnología en la sociedad. 
 
Es desde el sentido de la evolución tecnológica en que se ve inmersa la sociedad, que surgen 
los derechos de cuarta generación como parte del contenido del derecho al acceso a la 
información por medio del empleo de la tecnología, empero dentro del contenido de este 
derecho surge también la necesidad de una regulación que proteja  a los individuos de los 
daños en que se pueden ver inmersos producto de hechos pasados y que por medio del 
empleo de la tecnología o a través de la red puedan generan un detrimento dentro de su 
esfera individual y colectiva, por lo que surge la necesidad social de velar por el derecho a la 
protección de datos personales en lo que se desarrollan la sociedad. 
 
El derecho al olvido surge como base de una respuesta para contrarrestar la información que 
secunda en la red informática producto de los avances tecnológicos, problemática que ha 
sido objeto de tratamiento en diversas legislaciones de contenido Europeo y que no ha sido 
secundada en países de Latinoamérica en sus dispositivos legales por desconocimiento de
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los derechos que se vienen afectando o simplemente por el hecho de que las normas en el 
sentido de un plano tecnológico son variantes debiendo ser actualizada según el desarrollo 
tecnológico en que se ve inmersa cada sociedad, a su vez el derecho al olvido encuentra su 
sustento en el derecho a la autodeterminación informativa, base primigenia del contenido de 
la libertad humana, pero esta no es absoluta sobre otros derechos. 
 
A su vez, en una sociedad globalizada el empleo de las tecnologías digitales es de uso 
cotidiano entre sus miembros lográndose con ello que la transmisión de un cúmulo de 
información se desarrolle con rapidez y sin ningún costo, por lo tanto el internet se ha 
transformado en un medio que no solo deviene en un beneficio para el hombre sino que 
también puede resultar prejuicioso cuando la información contenida en los diversos 
buscadores como google, ask.com, yahoo, altavista etcétera guardan dentro de su 
almacenamiento información que puede lesionar la esfera individual de un individuo, así 
como su desarrollo colectivo en la sociedad vulnerándose con ello derechos reconocidos en 
la Constitución e instrumentos internacionales. 
 
En este contexto, es que la tecnología se presenta como un medio beneficioso en la sociedad 
y que es partiendo de este considerando que deviene en un derecho humano de cuarta 
generación y en donde se ampara el derecho a las personas de poder acceder a la tecnología, 
pero que sucede cuando este avance limita derechos fundamentales de la personas y no 
existe regulación normativa alguna que proteja esta falencia, por lo que surge la necesidad de 
establecer una garantía y respeto  a los derechos de las personas, a través de la dación de 
normas que regulen un tratamiento amplio en la protección de la información de los datos los 
mismos que se ven expuestos debido a los avances tecnológicos que enfrenta la sociedad. 
 
Por tanto, dentro del desarrollo de las nuevas tecnologías se presenta conexo a este el 
derecho al acceso de información y con este surge la posibilidad de disposición por parte de 
los usuarios de que la información que se encuentre contendida sobre estos en la red sea 
objeto de alcance público, a su vez esa libertad de acceso de la tecnología de la que gozan las 
personas por medio de la sociedad globalizada hace que surja la necesidad y el 
reconocimiento jurídico de que el olvido sea reconocido como parte de un derecho 
fundamental, pues esta era tecnológica en la que la sociedad se ve inmersa hace que sea 




Es desde este sentido que la inserción de un derecho al olvido dentro de la normativa jurídica 
nacional se relaciona intrínsecamente en una limitación de derechos como la dignidad, 
honor, intimidad personal, privacidad, asimismo a que se dé por cumplida la finalidad de la 
pena que le asiste a toda persona por medio de la resocialización, debiendo surgir una 
ponderación de todos estos derechos con el derecho de acceso a la información, el mismo 
que guarda su contenido sui génesis en la libertad del individuo, por lo tanto la nueva era 
tecnológica viene generando un sentido de incertidumbre jurídica al no estar contenida una 
protección strictu sensu ante posibles limitaciones de derechos al no estar controlada la 
información. 
 
Por último, resulta relevante un reconocimiento del derecho al olvido y a su vez que se dé 
una regulación de este derecho dentro de la normativa nacional como parte de la seguridad 
jurídica, en razón a la información de datos que circundan en la red y que son de acceso 
inmediato por cualquier persona en cualquier parte del mundo, partiendo de lo sindicado es 
necesario que exista una intervención del poder legislativo y judicial por medio de sus 
autoridades competentes, para que se regule una normativa que permita a toda persona de la 
sociedad gozar de las ventajas de la información sin que ello genere una lesión o detrimento 
en el extremo de los derechos personales cuando exista una colisión de este derecho humano 
de cuarta generación con derechos fundamentales de la persona reconocida en la 
Constitución y que son la base de la formación de toda sociedad de un Estado de derecho. 
 
1.1. Aproximación Temática 
 
La directriz de la realidad problemática sobre la que se desarrolla la presente investigación 
se sustenta primigeniamente, dentro del contexto de la sociedad globalizada sobre la que nos 
erigimos y que permite que las distancias y los tiempos se acorten entre las personas por 
medio del empleo de los recursos tecnológicos, siendo más exactos a través del internet y los 
diversos buscadores que esté contiene es que se permite que en milésimas de segundos una 
persona pueda acceder a la información de datos de otra con un solo click, a su vez la 
información que circula en la red puede resultar  beneficiosa para el individuo como 




Es desde este aspecto, que la evolución de la era tecnológica debe ir en conjunto  con una 
protección de los derechos de la personas ante los vacíos normativos existentes, por lo tanto 
al ser la ley la máxima creadora del derecho es que esta debe hacer frente a las posibles 
contingencias que enfrenta una sociedad globalizada, por lo que resulta plausible un 
reconocimiento por medio de las leyes de otros derechos que nacen como el derecho al 
olvido y es partiendo de ello que la protección jurídica que se le debe dar a este derecho debe 
desarrollarse sobre ciertas situaciones estableciéndose el rol de la autoridad competente en 
relación con el marco jurídico. 
 
Por tanto, surge la necesidad de una regulación del derecho al olvido no solo sobre la base 
vanguardista de equiparar la relevancia de la ley en el marco de un derecho comparado como 
el Europeo, sino que busca definir el sentido de una normativa sobre la base y el respeto 
irrestricto de los derechos fundamentales, es de este modo que los servicios informáticos se 
comprometerán en mostrar un respeto equitativo en la protección de los datos a los usuarios 
peruanos como a los Europeos problemática que no se ha visto abordada por la legislación 
nacional, dado que la Ley de Protección de Datos Personales - Ley Nº 29733 no responde al 
cambio que enfrenta la sociedad producto de los avances tecnológicos. 
 
A su vez, el olvido en un contenido strictu sensu deberá ser expresado como parte de una 
condición sine qua non que permite que un determinado individuo pueda tener una 
oportunidad y que no sea su pasado  o  sus  errores los que lo estigmaticen, desde esta 
arista el empleo de las nuevas tecnologías de la información viene permitiendo que el 
contenido en la red se extienda por medio del internet a diversos usuarios con solo una 
simple inserción de datos sumergiendo con ello una colisión de derechos fundamentales 
producto de la era tecnológica digital de la que forma parte la sociedad, es desde lo señalado 
que el derecho al olvido surge como base de un derecho fundamental ante las lesiones en la 
esfera individual y colectiva que puede generar que cualquier persona pueda acceder a 
nuestra información sin limitación alguna en cualquier momento o lugar.  
 
Desde otro ámbito, el denominado derecho al olvido guarda una estrecha relación con el 
habeas data y la protección de los datos personales, teniendo estos como objetivo la 
supresión de una determinada información en la red que es considerada de desfasada en el 
tiempo o que viene limitando derechos fundamentales, a su vez la consolidación de este 
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derecho no es nuevo en otros países solo que la colisión que hace con otros derechos 
fundamental como libertad hace que el legislador no tome las medidas necesarias para 
materializarlo, pues solo así podrá gozarse de autonomía real en derechos fundamentales y el 
Estado pueda cumplir su rol tuitivo en el marco de una seguridad jurídica de las personas. 
 
Por último, es permisible establecer que el derecho al olvido surge sobre la necesidad de los 
avances tecnológicos en el que se ve inmersa la sociedad globalizada no limiten los derechos 
fundamentales de las personas como la intimidad personal, familiar, el honor, privacidad  
etcétera  y aunado a ello el efecto resocializador en el marco del cumplimiento u absolución 
de una pena en donde el estigma no debe ser la base de formación de categorización de las 
personas, desde este sentido no se pretende limitar el derecho a la verdad o la historia que le 
asiste a cada persona parte de la sociedad por lo que la aplicación de este derecho debe darse 
sobre criterio de ponderación y por entes respectivos. 
 
1.2. Marco Teórico 
 
En relación con los trabajos previos, sobre los que direcciona el presente trabajo de 
investigación, se considera relevante el aporte de la tesis de Silva (2014) mediante el cual 
obtuvo el grado de licenciatura en derecho y que lleva por título “El derecho al Olvido”, 
investigación que fue realizada en la Universidad de Extremadura en el país España, 
llegando con ella a las siguiente conclusión, dado que la inserción de los avances 
tecnológicos no puede definir el contexto sobre el que se desarrolla la sociedad sino que es 
esta la encargada de ponerle límites a la tecnología, es desde este sentido que las normas 
deben estar direccionados a proteger los derechos fundamentales de los individuos que 
forman parte de la sociedad, por tanto el derecho al olvido se sustenta sobre la base del 
surgimiento de un problema actual y que encuentra su respuesta dentro de una dimensión de 
la globalización en la que se ve inmersa la sociedad, a su vez se considera importante que 
exista una normativa dentro de la legislación estatal aunque esta solo goce de un contenido 
de alcance limitado, pues siempre se va a requerir de la autoridad para que se realice una 
ponderación de los derechos fundamentales afectados por la información que fluctúa en la 
redes tecnológicas.  
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A su vez, es pertinente tener en cuenta la investigación realizada por Saltor (2013) por el cual 
obtuvo el grado de doctor en derecho, titulada “La protección de datos personales: Estudio 
comparativo Europa - América con especial análisis de la situación Argentina”, 
investigación desarrollada en la Universidad Complutense de Madrid en el país de España, 
llegando a la conclusión que en el contenido de la eficacia en la aplicación de la legislación 
en la protección de datos personales resulta relevante determinar un proceso judicial de 
tutela al derecho a la protección de datos personales claro y concreto, a su vez es relevante 
dar protección al derecho a la intimidad de las personas naturales y jurídica sobre el plano de 
un trato de igualdad con las personas físicas logrando que exista una contradicción con el 
principio por el cual se exige publicidad y transparencia de los actos de las personas jurídicas 
o naturales, concluyendo que exista una sanción en la ley sobre aquella limitación que se 
pueda producir en la esfera personal de los individuos. 
 
En el desarrollo del proceso de esta investigación se considera importante también la tesis de 
Peña y Achío (2011) con la cual obtuvieron el grado de licenciatura en derecho y que lleva 
por título “El derecho al Olvido”, trabajo que ha sido objeto de investigación dentro de la 
Universidad de Costa Rica, por medio de la cual se arribaron a las siguientes conclusiones; 
en razón de que en la sociedad sobre la que nos desenvolvemos se viene insertando una 
proliferación de herramientas  y  que se encuentra inmersa dentro del uso cotidiano como 
es el internet, dando paso a que se dé una evolución del contenido de los derechos 
fundamentales y la inserción de nuevos derechos requiriéndose una mayor tutela de los 
intereses de la sociedad por parte del Estado, a su vez el contenido de la libertad informática 
que tanto se propugna en las sociedades modernas no puede ir generando limitaciones o 
daños a las personas más a un menoscabando derecho individuales establecidos en la 
Constitución, por tanto la ausencia de normas específicas en relación con la inserción de 
derechos emergentes en la era tecnológica requiere de normas específicas direccionadas a 
dar protección a toda la sociedad. 
 
Por último, se considera convergente para el desarrollo del presente proceso de investigación 
la tesis de Castillo (2011) mediante el cual se obtuvo el grado de magister en derechos 
humanos y que lleva por título “La  protección  del derecho a la intimidad  y  la 
autodeterminación informativa”, investigación que ha sido realizada dentro de la 
Universidad Estatal a Distancia UNED, en el país de Costa Rica, investigación por medio de
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la cual se ha logrado establecer que el derecho a la intimidad y el derecho a la 
autodeterminación informativa no gozan de un carácter absoluto, por lo que para cada caso 
en particular debería existir un lineamiento de ponderación en donde se pueda restringir el 
uso de sus ejercicios cuando exista una limitación en los derechos fundamentales de la 
persona, finalmente se logra esgrimir que el derecho a la autodeterminación informativa es 
parte de un derecho humano, pero cuando este colisiona con el derecho fundamental a la 
intimidad deberá darse un sentido de protección en donde se garantice la recopilación, uso y 
transmisión adecuada de esa información, pues esta ausencia o vacío genera un sentido de 
inestabilidad jurídica en la sociedad. 
 
Teorías relacionadas al tema  
 
En el contexto del marco teórico de la presente investigación resulta pertinente establecer 
los fundamentos del derecho al olvido, al respecto Simón (2012) este derecho se sustenta 
sobre la capacidad que el ordenamiento jurídico logra atribuir a las personas naturales para 
que estas puedan obligar a los responsables del tratamiento de datos de internet, para que 
puedan borrar dichos datos obtenidos sobre su persona, que logran generar un menoscabo 
dentro de la esfera social, familiar y laboral que fluctúan dentro de la red digital (p.21). 
 
El sentido jurídico del derecho al olvido se basa principalmente sobre el contenido intrínseco 
de un respeto irrestricto de los derechos fundamentales de la persona y del derecho fáctico 
para exigir que su intimidad personal no se vea afectada por el ingreso de nuevas tecnologías 
en el contexto de la sociedad, dado que el ser humano se ve limitado dentro de sus 
capacidades de interacción en razón al cúmulo de información que secunda sobre un 
determinado sujeto en la red la misma que no se encuentra regulada ni delimitada a una 
corroboración o mucho menos va de la mano con el sentido de la reinserción personal. 
 
El derecho al olvido se basa en que el usuario tenga el derecho de acceder a la información 
sobre los datos personales que aparezcan de su persona en la red y sobre el cual el individuo 
no prestó su consentimiento, dado que la información contenida en internet incluso cuando 
sea objeto de certeza o sindicación sobre un determinado agente físico puede resultar en una 
intromisión en su esfera individual que puede devenir en lesionar sus derechos 




Una dimensión concreta y real de la afectación de derecho individual de la persona surge 
sobre la base concreta que en la red informática se secunde en tiempo real información que 
afecta el contenido de sus derechos individuales, dado que no parte de un consentimiento 
real y volitivo de la persona más aún cuando es algo que no puede limitar, por tanto desde 
esta premisa el sentido del derecho al olvido se sustenta sobre la base del contenido de una 
información que lidie sobre la certeza que pueda colocar al individuo en estigmación en la 
sociedad. 
 
El derecho al olvido, se encuentra intrínsecamente relacionado con el contenido del derecho 
fundamental de protección de datos, es desde este sentido que su desprotección puede 
devenir en un contenido de afectación de otros derechos fundamentales, a su vez la finalidad 
normativa sobre la que radica el derecho al olvido es sobre la necesidad de proteger a las 
personas y así darles la oportunidad de volver a reinventarse y es lo que todo Estado de 
derecho debe direccionarse a proteger en su contexto de sociedad (Gomes, 2012, p.14). 
 
Por tanto, desde esta premisa es relevante sindicar que el derecho al olvido surge como 
respuesta a la sociedad globalizada en la que nos encontramos inmersos, e intrínsecamente 
se encuentra ligado con otros derechos fundamentales de la persona, partiendo del derecho a 
la protección de datos que ostenta todo sujeto es que se considera necesario establecer 
ciertos criterios que limiten el contenido de información que circula en la red sobre un 
determinado individuo.  
 
El derecho al olvido consiste en hacer inaccesible los datos registrados después de 
transcurrido un periodo de tiempo impidiendo la identificación del titular con el contenido 
de los datos suprimiéndolos o limitándolos, conservando únicamente aquellos datos que 
constituyan elementos de la conciencia histórica y social convirtiéndose en meras 
indicaciones o tendencias irrelevantes solo útiles para los investigadores de la conducta 







El ejercicio del derecho al olvido no es absoluto, pues existen limitaciones, siendo que el 
titular de la información no podrá invocar la clausura de la totalidad de los datos. La 
invocación del olvido solo permitirá la supresión de aquella información relacionada a la 
identidad del titular de los datos, conservándose la información necesaria para la protección 
de la memoria colectiva de la sociedad. En ese sentido el derecho al olvido protege la 
identidad del autor o a quien se describe en los datos, pudiendo estos ser conservados por 
quien ejerció como su custodio bajo el fin de mantener la seguridad dentro de la sociedad por 
medio de un control que no sea de conocimiento de todos por medio de la red tecnológica.  
 
Sin perjuicio a lo expresado en el párrafo precedente se tiene que el derecho al olvido surge 
como una barrera suigeneris de protección al derecho a la intimidad y al honor evitando que 
la información que produzca descredito a la persona o a su familia que puedan divulgarse. Si 
los hechos materia de divulgación son verdaderos y afectan el buen nombre y la reputación 
de la persona se vulnera el derecho a la intimidad, por otro lado, si los hechos son falsos la 
divulgación de la información atenta contra el derecho al honor faculta su supresión (De 
Carrera, 2008, p. 106). 
 
La información sobre los hechos acopiados pueden ser suprimidos solo en  aquellos 
supuestos en donde se amenace el derecho a la intimidad de la persona o afecte el honor de 
su titular, la finalidad de la excepción a la supresión de los hechos se basan en el fin ulterior 
de proteger derechos fundamentales que pueden verse alterados al conservar parte de la 
información que el titular pretende borrar, en ese sentido el derecho a conservar datos para 
alimentar la memoria colectiva  cede ante la obligación de garantizar el conjunto de los 
derechos individuales. 
 
A su vez, desde un sentido doctrinal este derecho se va erigiendo sobre la base de la 
formación de una nueva generación de derechos fundamentales, Muñoz (2014) establece 
que un sector de la doctrina, sindica que el derecho al olvido se encuentra contenido dentro
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de los derechos de cuarta generación de la era informática, mientras que otro sector señala 
que el derecho al olvido se erige sobre la formación del derecho a la intimidad y a la vida 
privada, los mismos que se secundan sobre el contenido de la formación de un derecho a la 
autodeterminación informativa y se basa en la protección de datos como parte de los 
derechos civiles y políticos de primera generación (p.8). 
 
Otro sector de la doctrina establece que el derecho al olvido no forma parte de una 
generación específica, dado que por sus particularidades este derecho presenta ciertas 
características que corresponden a varias generaciones de derechos fundamentales, a su vez 
al ser este derecho parte del contenido de la esfera individual de una persona pues limita el 
fuero personal, también forma parte de intereses difusos y de la colectividad donde guarda 
connotación a las lesiones del individuo que forma parte de la sociedad, siendo a su vez 
también parte de derechos tecnológicos, no lográndose una ubicación exacta del derecho al 
olvido. 
 
A su vez, Rivero citado en Hernández (2013) indica que el derecho al olvido parte del 
sentido de una formación de los derechos fundamentales correspondientes a una quinta 
generación, que forman del surgimiento de los derechos suscitados de las lesiones productos 
de una era tecnológica, que parten del sentido que la supuesta formación de los derechos de 
quinta generación por medio de estos se buscará la protección de los derechos fundamentales 
(p. 31). 
 
Es coherente señalar que el derecho al olvido nace sustancialmente del contenido de los 
derechos fundamentales y que ha surgido en el contexto de una sociedad moderna que ha ido 
evolucionado debido a los avances tecnológicos en el que se ve inmersa, desde este sentido 
la connotación que el derecho al olvido encuentra su sustento dentro de la dimensión del 
derecho a la dignidad e intimidad propiamente dicha, dado que un modo en que el Estado 
regule una protección de estos datos con la regulación de un derecho que se equiparé al 
mundo globalizado.  
 
A su vez, Cordero (2015) señala que el principio sobre el que se sustenta el derecho al olvido 
es que exista la posibilidad que tenga el individuo afectado a que sus datos personales que
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son de conocimiento público puedan ser cancelados, dado que dicho contenido de publicidad 
le ocasiona una afectación sostenible en tiempo real por medio de contenido universal como 
el internet que rompe fronteras y distancias entre los cibernautas (p. 65). 
 
Por lo tanto, es permisible señalar que, si bien exista o no un reconocimiento taxativo en la 
normativa del derecho al olvido, surge en disyuntiva entre la colisión del derecho a la 
información, a la verdad con los derechos a la intimidad y dignidad de los individuos y el 
grado de responsabilidad de los buscadores de internet de la información que circunda en la 
red, pues toda persona tiene derecho a que sus datos personales sin su consentimiento no 
sean expuestos públicamente.  
 
En otro contexto, el derecho a la privacidad también surge como una de las formas  sobre 
las que se erige la formación de un derecho al olvido que fluctúa como parte de los avances 
tecnológicos que hace frente a la sociedad, dado que todo individuo goza de la protección de 
su vida privada y que esta no sea parte de conocimiento público sobre la base de que el 
contenido de la información no afecte su desarrollo individual y parte del sentido de 
privacidad en derecho reconocidos en la normativa jurídica como el derecho al anonimato o 
el derecho a la reserva del donante en caso de procreación asistida (Ost, 2005, p.139). Desde 
esta óptica, se infiere que el derecho al olvido surge sobre la base o necesidad de otros 
derechos fundamentales que son de contenido necesario y relevante en la sociedad y en la 
parte interna de desarrollo del individuo que la constituye. 
 
Por último, Acedo (2013) indica que el derecho al olvido se erige sobre el derecho que tiene 
toda persona a desenvolverse y desarrollarse en la sociedad, sobre la base que el Estado del 
cual forma parte le pueda garantizar que el contenido de su vida privada se respete, aunque 
no constituya parte de su esfera íntima sobre la base de su libre desarrollo en la sociedad 
(p.147). 
 
El derecho a la intimidad debe ser concebido sobre la base objetiva del derecho de 
disposición que ostenta una persona como titular del derecho a que pueda decidir él la 
información que terceros conocen sobre su persona, a su vez esta intimidad guarda relación 
con la atribución que tiene el sujeto de derecho de reservar para sí cierta información del 
contenido público sobre el sustento de reservarse un espacio propio (Cuena, 2015, p.183). 
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Es desde este sentido, que el derecho a la intimidad guarda una estrecha vinculación con el 
sentido o derecho de proyección al futuro que tiene todo individuo, asimismo este derecho 
guarda una estrecha vinculación con el derecho al olvido pues partiendo de una concreta 
protección del derecho a la intimidad se le faculta a la persona a que cierta información que 
sea perjudicial salga a la luz, pues ello podría ocasionar que pueda rehacer su vida, empero 
esta intimidad y el libre desarrollo de la personalidad, puede verse afectado por la 
información que circula en el internet y que puede afectar la parte volitiva de la persona.  
 
Para Espinoza (2010) el derecho a la intimidad subyace sobre una situación jurídica de tutela 
del espacio individual y familiar de los individuos que desean que ciertas situaciones de su 
vida íntima no sean de conocimiento público y de serlo así esta información deberá partir de 
su consentimiento, dado que de lo contrario puede generar una afectación en su esfera 
individual.    
 
Por último, el derecho a la intimidad guarda en su sustrato el contenido de un derecho al 
olvido que tiene toda persona para que una determinada información no sea objeto de 
afectación de su proyección futura, el olvido parte entonces del contenido de una sociedad 
globalizada en donde la era tecnológica genera en muchos de los casos la afectación de 
derechos fundamentales de la persona.  
 
El derecho a la verdad se presenta como un derecho novísimo que nace como respuesta a la 
violación de los derechos humanos y las desapariciones forzosas de personas producto de los 
periodos de extrema violencia auspiciada por el Estado, estas situaciones se vivieron con 
mayor intensidad en los países latinoamericanos en los tiempos de dictadura, en este 
contexto los organismos internacionales reconocieron el derecho a recibir información sobre 
las personas desaparecidas. Asimismo, también se amplió los alcances del derecho a la 
verdad más allá de las situaciones de las personas desaparecidas, incorporándolo a otras 
situaciones sobre violaciones de derechos humanos (Naqvi, 2006, p. 5-6). 
 
El Tribunal Constitucional peruano ha señalado que en la Constitución a través del artículo 
3) reconoce un sistema de enumeración abierta, en ese sentido a pesar de que el derecho a la 
verdad no ese encuentra reconocido expresamente en la Constitución, es un derecho 
plenamente protegido, derivado de la obligación estatal de proteger los derechos 
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fundamentales y la tutela jurisdiccional, desprendiéndose del principio de la dignidad 
humana (TC/STC 2488-2002-HC, 2004).  
 
En relación al derecho a la información pública el Tribunal ha establecido que el derecho a la 
verdad se traduce en la obligación de la administración de brindar fidedigna e indiscutible a 
los ciudadanos, puesto que, la sociedad tiene el atributo jurídico de acceder al conocimiento 
de relevancia pública debiendo esta información ser exacta y cierta (TC/STC 
0959-2004-HD, 2004). 
 
El conocimiento de la verdad es una de las bases del Estado Democrático y uno de los 
derechos del ciudadano. El derecho a la información pública obliga a la administración a 
brindar información veraz sin alterar ni ocultar la realidad de los hechos, en ese sentido el 
acceso a la información pública desde su vertiente individual se presenta como un medio 
para el ejercicio y goce de otras libertades fundamentales como la libertad de investigación, 
de opinión o de expresión. 
 
El contenido del derecho a la verdad se encuentra enmarcado en los principios para la lucha 
contra la impunidad, también llamados principios Joinet, que establecen el derecho de los 
familiares y las victimas de graves violaciones de derechos humanos por conocer los hechos 
que produjeron aquellas violaciones. De igual forma para De Gamboa (2006) es un derecho 
colectivo en donde la sociedad debe conocer todas las circunstancias que conllevaron a la 
afectación de la paz y tranquilidad a su forma de vida, aquello con la finalidad de preservar la 
memoria colectiva (p. 348). 
 
El derecho a la verdad se encuentra vinculado con el derecho a la información establecido en 
el artículo IV de la Declaración Americana y el artículo 13 de la Convención Americana, 
siendo que el Estado tiene la obligación de establecer recursos judiciales, sencillos, rápidos y 
efectivos para los casos en los cuales una autoridad pública niegue una información, en ese 
sentido los recursos eficaces permitirán determinar si se produjo una vulneración al derecho 
del accionante con la información y establecer que se ordene al funcionario o al órgano que 





Asimismo, el carácter colectivo del derecho a la verdad permite a la sociedad tener acceso a 
la información fundamental para el desarrollo de los sistemas democráticos. El derecho a la 
verdad es el derecho al esclarecimiento de los hechos y a los mecanismos de reparación, es 
una modalidad del derecho de recibir informaciones, siendo que en tiempo de paz se 
establecen tres  modalidades: a) la verdad judicial, la que el juez decide; b) la verdad 
extrajudicial e institucional, establecida por una comisión de la verdad; c) la verdad 
extrajudicial no institucional, siendo esta la que surge de las publicaciones académicas y la 
prensa, en ese sentido por lo expuesto la verdad estará satisfecha con el uso de todos estos 
mecanismos no solo uno de ellos  (Fajardo, 2012, p. 18). 
 
En el plano nacional el ejercicio del derecho a la verdad se describe como el derecho a saber 
o a ser informado o a la libertad de información, en ese sentido las personas y la sociedad 
tienen el derecho a acceder a la información más completa posible sobre la actuación y los 
procesos de decisión de su gobierno. El derecho al acceso a la información es el derecho de 
la sociedad en general a tener acceso a la información de interés general, así como a recabar 
y recibir información de interés público (La Rue, 2013, pp. 5-6) 
 
Asimismo, el derecho a la verdad es definido como un principio emergente del derecho 
internacional que se enmarca en el derecho a la justicia que deben recibir los sobrevivientes 
y la victima de crímenes de lesa humanidad (Cabal y Motta, 2006, p. 418). Por tanto, el 
derecho a la verdad surge en amparo del derecho que tiene toda sociedad de conocer hechos 
de su pasado que le permitan construir un futuro sobre la base de no cometer los mismos 
errores, pero a su vez esta verdad no puede poner en un estado de indefensión incólume la 
esfera individual de una persona que desea reinsertarse en la sociedad. 
 
En relación con el derecho a la información pública, el Tribunal ha establecido que el 
derecho a la verdad se traduce en la obligación de la administración de brindar información 
fidedigna e indiscutible a los ciudadanos, puesto que, la sociedad tiene el atributo jurídico de 
acceder al conocimiento de relevancia pública debiendo esta información ser exacta 






El conocimiento de la verdad es una de las bases del Estado Democrático y uno de los 
derechos ciudadanos. El derecho a la información pública obliga a la administración a 
brindar información veraz sin alterar ni ocultar la realidad de los hechos, en ese sentido el 
acceso a la información pública desde su vertiente individual se presenta como un medio 
para el ejercicio y goce de otras libertades fundamentales como la libertad de investigación, 
de opinión o de expresión 
 
Las nuevas tecnologías de información encuentran su desarrollo en la circulación de la 
información por medio del internet dentro del contexto de una sociedad globalizada como en 
la que nos encontramos inmersos, dado que por medio del empleo de la tecnología se 
concreta un intercambio masivo de información por medio de las redes constituyendo un 
medio de comunicación entre las personas que formen parte de la sociedad (López, 2014, 
p.13). 
 
La sociedad en la que habitamos no puede ser ajena a los avances tecnológicos que se van 
insertando día a día, pues por medio las innovaciones tecnológicas se han  podido disminuir 
fronteras en milésimas de segundos, dado que actualmente con solo un solo click se puede 
disminuir las distancias entre las personas en un tiempo real y de modo concreto, pero esta 
celeridad en la información permite a la vez que surjan limitaciones o se den afectaciones en 
cuanto a los derechos fundamentales, por lo que surge la necesidad de que las normativa 
jurídica cumpla su fin o rol tuitivo en la sociedad y que se introduzca a estas modificaciones 
que permitan dar una protección. 
 
La tecnología de la información y comunicación - TIC, se desarrolla sobre la base de los 
avances científicos introducido por medio de la informática y las telecomunicaciones, 
asimismo es el internet el elemento sobre el cual se sustenta en la actualidad la formación 
tecnológica, dado que este medio ha sido un instrumento que ha permitido redireccionar el 
modo de interrelacionarse de los hombres con solo el contenido de la red (Garriga, 2016, 
p.2). Por último, una connotación plena dentro de los avances tecnológicos es el internet, 
dado que por medio de él se puede transitar un gran cumulo de información en milésimas de 





La acción de habeas data es una garantía constitucional reconocida en el inciso 3) del 
artículo 200 de la Constitución Política del Perú que procede ante el hecho o la omisión por 
parte de cualquier autoridad, funcionario o persona  que vulnera o amenaza el derecho al 
acceso de  información pública o a que los servicios informáticos, computarizados o no, 
públicos o privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad personal y 
familiar. 
 
El derecho constitucional al acceso a la información pública es un derecho fundamental que 
concede a los ciudadanos acceder y disponer de la información producida y procesada que 
generan, adquieren, transforman o conservan los órganos del Estado en el ejercicio de sus 
funciones. En ese sentido el derecho a la información reconoce el derecho del ciudadano a 
conocerla y, por otra parte, la obligación del Estado de permitir su acceso a la información 
(Pullido, 2006, p. 9). 
 
A diferencia de otros derechos constitucionales como el derecho a la vida, a la libertad a la 
dignidad en donde no se requiere de ningún elemento externo a la propia existencia del 
hombre para su disfrute y goce, el derecho a la libre información para que proceda su goce 
por parte de sus titulares se requiere la preexistencia de una entidad que posea la obligación 
de acoplar y conservar los datos, puesto que sin la existencia de un sistema informático no 
puede exigir la libre disposición o el impedimento de acceso a la información. 
 
El derecho a la información constituye piedra angular del sistema jurídico y democrático de 
los Estados, puesto que encarna el principio de transparencia administrativa. El derecho a la 
información se sustenta en el deber que las autoridades poseen como simples guardianes de 
la información a favor de la sociedad siendo esta propiedad de la comunidad. La 
transparencia permite que el poder se exponga al escrutinio público y con ello frenar los 
abusos del poder Estatal, siendo que la opinión pública se incorpora como una herramienta 
de fiscalización del Estado con el objeto de que los gobernantes rindan cuentas sobre sus 







Lo expuesto en los párrafos precedentes esquematiza el ejercicio del derecho a la 
información desde su vertiente positiva, es decir como una facultad de hacer del ciudadano 
frente al poder estatal, en consecuencia el habeas data es la herramienta procesal 
constitucional que ante el quebrantamiento del ejercicio del derecho al acceso a la 
información permite el encause y la normalización de la situación alterada por el uso abusivo 
de quien se encuentra facultado para expresar la voluntad del Estado. 
 
La vertiente negativa del derecho a la información se encuentra expresada en el inciso 6) del 
artículo 2 de la Constitución cuyo supuesto principal se rige sobre el impedimento a la cual 
se encuentra sometido el estado de afectar otro derecho fundamental amparado por la 
Constitución como lo es el derecho a la intimidad personal y familiar. Es una barrera que 
proscribe las injerencias de terceros y sobre todo manipulación o disposición de quien es 
llamado a custodiar la información contenida en sus sistemas de información. 
 
En ese sentido se tiene que el derecho a la información protege el derecho a los ciudadanos 
de solicitar a los órganos del Estado información pública, sin expresar las razones para los 
cuales se requiere, estableciéndose el deber del Estado de proporcionarla, asimismo alcanza 
a su vez el derecho de impedir que la información contenida en la base de datos de los 
organismos públicos o entes privados se proporcionen a terceros o sean empleados y 
manipulados por el Estado afectando el derecho a la intimidad personal y familiar del titular 
del derecho que lo enuncia es sobre ello, que el derecho a la información ha de ser parte del 
sentido que erige un derecho fundamental dentro de un Estado democrático social que en 
todo país que se debe de respetar los derechos individuales de la persona. 
 
El desarrollo del carácter negativo del derecho a la información y la constante evolución de 
los derechos fundamentales y de la tecnología  ha dado nacimiento en esta última década al 
concepto de un nuevo derecho fundamental que no solo impida el acceso o manipulación de 
la información personal o familiar de su titular, sino que permita la destrucción de la 
información almacenada en la base de datos de la entidad pública o privada, en suma el 
derecho a que se olvide la información custodiada por la entidad que de algún modo puede 
afectar con su contenido a un determinado sujeto que forma parte de la sociedad y que 




La doctrina y la jurisprudencia han establecido que la garantía constitucional que protege los 
derechos fundamentales a la información es el habeas data, sin embargo, los alcances de esta 
protección constitucional en relación con el derecho al olvido no se encuentran bien 
establecidos al igual como los supuestos en los cuales procedería esta acción, aquello a raíz 
de la naturaleza del derecho al olvido como un derecho implícito a la libre información.  
 
Los derechos implícitos deben distinguirse de los derechos nuevos, siendo los primeros 
aquellos que si bien no se encuentran reconocidos expresamente en la constitución pueden 
desprenderse de otro derecho constitucional viejo que se encuentra amparado expresamente 
en la Constitución, tal como sucede con el derecho al plazo razonable siendo este un derecho 
implícito del derecho al debido proceso y que puede ser configurado como un derecho 
autónomo. Por otra parte, los derechos que surgen producto de los nuevos conflictos del 
hombre con la sociedad se encuentran amparados a través del artículo 3 de la Constitución 
que establece un sistema de numerus apertus para nuestro sistema constitucional.  
 
La jurisprudencia sobre el empleo del habeas data para invocar la protección del derecho al 
olvido es escasa, sin embargo, existen algunos procedentes en la jurisprudencia 
internacional que permite esbozar el desarrollo de este mecanismo de defensa en los 
tribunales y la postura que adoptan y perfilan los jueces para adaptar la norma a las 
necesidades requeridas por la sociedad. La expresión de los tribunales permite aplicar la 
voluntad del legislador en relación del habeas data y el derecho al olvido en las situaciones 
reales que se presentan en la convivencia entre las personas y los custodios de la 
información. 
 
El Habeas Data es una acción que no solo se dirige contra quien tiene la custodia de los datos 
o contra quien los distribuye, sino también contra aquella entidad que recopilo y genero la 
información, en ese sentido si lo que se pretende es borrar la información que afecta el honor 
o la reputación, en este caso la reputación financiera, la supresión de la información debe ser 
exigida a quien la creo y no  a quien la distribuye o conserva, ya que, la responsabilidad 






En el marco jurisprudencial, dentro del sistema constitucional peruano no se ha invocado 
expresamente el derecho al olvido, sin embargo, el Tribunal Constitucional peruano ha 
desarrollado conceptos de derechos constitucionales que permite inferir los alcances del 
derecho al olvido en nuestro sistema. En el proceso constitucional de Habeas Data 
interpuesto el 05 de julio del 2006 por pesquera Virgen del Valle SAC., contra Mega Track 
SAC., el accionante requirió que se le ordene a la demandada se abstenga de suministrar a 
favor del Ministerio de la Producción, los datos, reportes e información individualizada 
proveniente del Sistema de Seguimiento Satelital (SISESAT), al amparo de su derecho 
constitucional a la autodeterminación informativa. Sobre el contenido de este derecho el 
Tribunal Constitucional expresó: 
 
Mediante la autodeterminación informativa se busca proteger a la persona en sí misma, no 
únicamente en los derechos que conciernen a su esfera personalísima, sino a la persona en la 
totalidad de ámbitos; por tanto, no puede identificarse con el derecho a la intimidad, personal o 
familiar, ya que mientras éste protege el derecho a la vida privada, el derecho a la 
autodeterminación informativa busca garantizar la facultad de todo individuo de poder preservarla 
ejerciendo un control en el registro, uso y revelación de los datos que le conciernen (Tribunal 
Constitucional, STC 4739-2007-PHD/TC.). 
 
El proceso en mención se invocó el derecho a la autodeterminación informativa con la 
finalidad de impedir que los datos custodiados por Megatrack en relación a la actividad de 
pesquera Virgen del Valle SAC., en ese sentido se ejerce este derecho para clausurar la 
distribución de la información que pueda generar un perjuicio al accionante más no se exige 
la supresión de los datos, sin embargo el derecho al olvido se infiere en el contenido que 
señala el poder del titular de preservar la información a contrarius sensu, el poder de no 
preservarla es decir de destruirla. El tribunal Constitucional finalmente dispuso declarar 
infundada la demanda considerando que la información divulgada por la demandada no 
tiene carácter de sensible ni de reservada, puesto que, los datos solo indican la ubicación y 
desplazamiento de las embarcaciones pesqueras. 
 
El caso  más relevante del ejercicio de la acción de Habeas Data en relación al derecho al 
olvido se presentó en la demanda incoada el 18 de julio del 2008 por Jhonny Robert 
Colmenares Jiménez contra la Superintendencia de Banca  y Seguros y Administradoras 
Privada de Fondos de Pensiones  (SBS), mediante la  solicitó a los tribunales que se 
declare la violación de su derecho constitucional a la autodeterminación informativa y que 
en consecuencia se ordene que se suprima la información de riesgos vinculada al reporte de 
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deuda con el Banco Continental, asimismo solicito se rectifique la calificación de perdida 
impuesto a su persona en condición de cliente, puesto que a pesar de haber cancelado la 
deuda, la misma sigue figurando desde 1997 hasta la fecha afectando su historial crediticio, 
lo cual no le permite acceder a fuentes de crédito (Tribunal Constitucional, STC 04227- 
2009 HD/TC,). 
 
El accionante en el presente caso al igual que el anterior no invoca expresamente el derecho 
al olvido, sino el derecho a la autodeterminación informativa, siendo que este derecho 
constitucional garantiza a toda persona a ejercer control sobre la información personal que le 
concierne, contenida en registros públicos, privados o informáticos, con la finalidad de 
enfrentar las posibles extralimitaciones en el contenido de estos. 
 
La finalidad del accionante es la de suprimir toda información que afecte su reputación 
crediticia, puesto que afecta su libre desarrollo, en ese sentido dirige el proceso contra la 
SBS por ser la entidad que custodia y administra la información financiera que los bancos le 
proporcionan con respecto a sus clientes, en el caso argentino en un proceso similar citado en 
los párrafos precedentes, la Corte dispuso que la acción para suprimir la información debe 
ser dirigida contra la entidad que genero la información y no contra la obligada a custodiarla.  
 
En el presente caso el Tribunal Constitucional declara infundada la demanda, considerando 
que a la fecha existe un proceso de dar suma de dinero entre el Banco y el accionante en 
donde el demandante discute si la deuda existe o no, en ese sentido encontramos otra 
diferencia entre los tribunales argentinos y peruanos en la forma de resolver los casos, puesto 
que para el tribunal argentino mantener la información del deudor por más de cinco años 
quebranta lo dispuesto en la Ley, siendo irrelevante determinar si la deuda ha prescrito, 
mientras que para el tribunal peruano determinar si la deuda existe o si la misma ha prescrito. 
 
En el marco normativo nacional en párrafos precedentes se ha establecido que el derecho 
al olvido es un derecho fundamental reconocido expresamente en algunas constituciones y 
en otras de forma implícita vinculado al derecho a la información pública o a la 
autodeterminación informativa. Sobre esta base fundamental los sistemas legislativos han 
construido normas que permitan a los ciudadanos solicitar a las diversas entidades públicas o 
privadas la supresión de sus datos que se encuentren en su base informática. 
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En estas últimas décadas la sociedad actual se le ha denominado la sociedad de la 
información, por lo cual para que la Administración Pública pueda cumplir a cabalidad con 
los fines para la cual fue erigida, demanda información personal de los ciudadanos, debiendo 
esta información ser empleada únicamente para el buen funcionamiento de la administración 
y el desarrollo de sus competencias, en ese sentido la administración de comprometer a 
proteger los datos personales proporcionados  y tutelar los derechos y libertades de los 
ciudadanos (Hernández, 2002, p. 264). 
 
El derecho al acceso a la información y la privacidad ha dado origen al derecho a la 
protección de datos personales que consiste en el control de información personal en poder 
de terceros, así como las reglas para su recolección y manejo. El Estado a través de sus 
organismos recaba gran cantidad de datos personales lo cual genera en ciertas circunstancias 
situaciones de conflictos con los titulares que invocan el derecho de acceso a la información, 
es por ello la necesidad de regular el ejercicio de ambos derechos con la finalidad de lograr 
un complemento que garantice el normal funcionamiento de la sociedad (Red 
Iberoamericana de Protección de Datos, 2005, p. 10). 
 
En el pasado los datos personales se encontraban amparados por el contenido del derecho a 
la intimidad cuyo origen lo hallamos en el derecho anglosajón como el derecho a ser dejado 
en paz. Con el transcurrir de los tiempos y la llegada de los sistemas automatizados y la 
transmisión de los datos a través de los medios de telecomunicaciones los legisladores y 
tribunales desarrollaron los principios básicos del derecho a la protección de datos (Álvarez 
2015, p. 225). 
 
Según Piñar (2011), El derecho a la protección de datos es el poder de disposición y de 
control sobre los datos personales que permite a su titular decidir qué datos proporcionar al 
Estado o un tercero para su custodia, por lo cual el titular tiene el derecho de saber en todo 
momento en donde se encuentra la información que brindo y cuáles son los usos que el 







El legislador nacional ha regulado a través de la Ley N° 29733, Ley de Protección de Datos 
Personales, señala los mecanismos de custodia, recopilación y modificación de datos. La 
finalidad de la Ley es garantizar la protección del derecho fundamental   a que los servicios 
informáticos, públicos o privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad 
personal y familiar, estableciendo un marco jurídico especial que se desarrolle acorde con 
los derechos fundamentales establecidos en la Constitución. 
 
El artículo 32 establece como órgano competente para la protección de los datos personales a 
la Dirección de Justicia del Ministerio de Justicia, que asumirá las funciones prescritas en el 
artículo 32 y se le denominará Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales, 
institución que tendrá la tarea de realizar todas las acciones necesarias para el cumplimiento 
de los objetivos de la Ley y su Reglamento aprobado mediante decreto supremo N° 
003-2013-JU en su legislación. 
 
El derecho al olvido materia de estudio en el presente trabajo, lo encontramos regulado en el 
inciso 6 del artículo 28 que prescribe como obligación del titular o el encargado del Banco de 
Datos, suprimir y sustituir o en su caso completar los datos personales objeto de tratamiento 
cuando tenga conocimiento de su carácter inexacto o incompleto, sin perjuicio de los 
derechos del titular. En el mismo sentido se expresa el inciso 7) al señalar que los datos 
personales objeto de tratamiento deberán suprimirse cuando hayan dejado de ser necesarios 
o pertinentes a la finalidad para la cual hubiesen sido recopilados o hubiese vencido el plazo 
para su tratamiento, salvo que exista en curso procedimiento de anonimización o 
disociación. 
 
El derecho a la cancelación de los datos personales es aquella facultad que posee el 
interesado para solicitar que se excluyan del tratamiento datos de carácter personal, ya sea 
por ser erróneo o por no interesarle que se sometan a tratamiento. Este derecho permite al 
titular solicitar la cancelación de los datos o solo algunos de ellos como su identificación o 
información (Frutos, 2013, p.14).    
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El titular del derecho se encuentra facultado para exigir que se supriman sus datos personales 
materia de tratamiento cuando: a) advierta que existe omisión, error o falsedad en los datos; 
b) cuando hayan dejado de ser necesarios para la finalidad para lo cual fueron recopilados; c) 
cuando haya fenecido el plazo señalado para su tratamiento; d) cuando considere que no 
están siendo empleados conforme a las obligaciones del titular y el encargado del banco de 
datos personales (Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales, 2013, p. 17-18). 
 
Sin embargo, existen límites al derecho a la cancelación de datos, establecidas en el artículo 
27 de la norma, siendo que la solicitud puede ser denegada por la administración pública, 
cuando su supresión obstaculice actuaciones judiciales o administrativas en curso vinculadas 
a la investigación sobre infracciones tributarias, previsionales o administrativas; sobre la 
posible comisión de algún de delito, falta o funciones de desarrollo de control de la salud y 
medio ambiente.   
 
Asimismo, el cuarto párrafo del artículo 20 de la Ley ha dispuesto que la supresión de los 
datos personales se encuentra sujeta a lo normado en el artículo 21 del TUO de la Ley 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, siendo que esta norma establece que:  
 
(…) En ningún caso la entidad de la Administración Pública podrá destruir la información que posea.  
La entidad de la Administración Pública deberá remitir al Archivo Nacional la información que obre 
en su poder, en los plazos estipulados por la Ley de la materia. El Archivo Nacional podrá destruir la 
información que no tenga utilidad pública, cuando haya transcurrido un plazo razonable durante el 




En consecuencia, la solitud de cancelar y suprimir la información que obra en la Base de 
Datos se encuentra limitada por la obligación de la entidad de conservar la información para 
luego remitirla al Archivo Nacional, siendo únicamente esta entidad la facultada para 
destruir la información remitida por el banco de datos.  
 
Ante el abuso o la omisión del encargado de la base de datos que incurra en la afectación del 
derecho del titular, este último se encuentra facultado para recurrir a la Autoridad Nacional 
de Protección de Datos Personales Vía reclamación o al poder judicial vía acción de Habeas 
Data, en ese sentido esta garantía permite la tutela constitucional del derecho a la 





En el contexto del marco del derecho comparado, el derecho al olvido parte de un sentido 
de fundamentación dentro de otros ordenamientos jurídicos sobre la base de dar sustento a la 
connotación y relevancia que trae este derecho dentro de la acepción de los derechos 
fundamentales del individuo, el derecho al olvido empieza a ser regulado en diversos 
ordenamientos a partir de la dación de norma, por medio de la formación de doctrina o 
jurisprudencia que permite dar un alcance valorativo a lo que este derecho al olvido implica 
en una sociedad de era tecnológica. 
 
En España la protección de datos se haya regulada mediante la Ley Orgánica 15/1999., Ley 
de Protección de Datos de Carácter Personal, prescribiendo en el artículo 16 el derecho a la 
cancelación de datos de carácter personal cuyo tratamiento no se ajuste a los dispuesto por la 
Ley o cuando estos resulten inexactos o incompletos, siendo que solo se conservaran los 
datos que requiera la administración pública o tribunales en el marco de investigaciones.  
 
En ese sentido la Legislación española al igual que la normativa peruana, el derecho a la 
cancelación de los datos se encuentra limitado por las acciones de los poderes del Estado que 
en el ejercicio de sus funciones y durante el proceso de investigación requieren el uso de la 
información contenida en la base de datos. Sin embargo, a diferencia de la legislación 
nacional la norma española no establece una barrera adicional a la anteriormente citada para 
la supresión de los datos, como es la remisión de la información a otro organismo público 
para que esta última decida finalmente si procede la cancelación de la información 
custodiada. 
 
La Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares regula el 
derecho a la protección de datos personales con la finalidad de regular el tratamiento del 
derecho de forma controlada e informada para garantizar el pleno ejercicio del derecho 
constitucional a la autodeterminación informativa de las personas. 
 
El artículo 22 de la Ley Federal prescribe el derecho a la cancelación de los datos del sistema 
informático, estableciendo en el artículo 34 los impedimentos del ejercicio de este derecho, 
siendo el límite principal la restricción emanada de la resolución de autoridad competente 
que no permita la cancelación de la información o la existencia de algún dispositivo. 
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Por su parte el sistema argentino regula la protección de los datos personales a través de la 
Ley 25326, estableciendo en el artículo 16 el derecho a la cancelación de los datos 
personales, sin embargo en el mismo dispositivo legal se prescribe que la cancelación de la 
información será procedente siempre que no afecte los derechos de un tercero o cuando 
exista alguna disposición legal que lo impida. 
 
Asimismo la legislación argentina reconoce la acción de habeas data como mecanismo de 
protección ante la vulneración del contenido del derecho a la información, coligiendo que la 
expresión del habeas data en la norma es relevante, puesto que a diferencia del sistema 
constitucional peruano la acción de habeas data no es una garantía constitucional autónoma, 
esta se encuentra contenida en la acción de amparo como una sub-especie, es decir es una 
acción constitucional implícita en la acción de amparo carente de autonomía, pero aquello 
no ha impedido a los tribunales argentinos ejercer una mayor protección del derecho a la 
información pública en todas sus variantes, de la que hasta la fecha han ejercido los 
tribunales peruanos, pese a que el constituyente los ha conferido la acción de habeas data 
como una garantía constitucional autónoma.  
 
1.3. Formulación del problema  
 
La Formulación del Problema de Investigación, debe ser comprendida como la idea de lo 
que se pretende investigar y por la cual el investigador se valdrá diversos recursos materiales 
y digitales para profundizar en el tema que pretende dar estudio, realizando su planteamiento 
por medio de preguntas. (Hernández, Fernández y Baptista, 2010, p.89).  
 
A su vez, Chacón (2012) establece que la formulación de un problema de investigación 
resulta ser el eje sobre la cual se direccionará el investigador, es decir lo que dará inicio al 
proceso científico, por tanto, es sobre la formulación del problema que constituye el método 







Es por ello por lo que dentro del desarrollo de la presente investigación se plantea los 
problemas siguientes 
 
Problema General  
 
¿Cuáles son las implicancias jurídicas del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías 
de información en relación con los derechos fundamentales de la persona? 
 
Problemas Específicos  
 
- ¿Cuál sería la relevancia jurídica social que generaría en la sociedad peruana un 
reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las nuevas 
tecnologías de información?  
 
- ¿Cómo una regulación amplia del derecho olvido dentro de la normativa jurídica peruana 
podría afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones trascendentales de la 
historia dentro de la sociedad? 
 
1.4.  Justificación de estudio  
 
La justificación del estudio dentro del contenido de desarrollo del presente trabajo de 
investigación debe basarse en determinar de modo diáfano y preciso el sustento y contenido 
de lo que el investigador pretende abordar en el contenido de su trabajo. (Behar, 2008, p.28). 
 
Es en ese mismo contexto que, para Elgueta (2013) justificación de una investigación “[…] 
debe demostrar la pertinencia de la investigación propuesta, explicar por qué considera el 
tesista que la investigación resulta relevante para el desarrollo del pensamiento jurídico” 
(p.305). 
 
La justificación teórica, sobre la que se sustenta la presente investigación se desarrollara 
dentro de los siguientes aspectos está relacionada sobre la base de la doctrina  Española 
dentro de su máxime del derecho al olvido dentro del marco del derecho fundamental de las 
personas en la sociedad, dado que este se estima convergente con el derecho a una segunda 
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oportunidad que ostenta toda persona y que en el ámbito del derecho puede ser concebido 
como  parte del contenido de una resocialización sin estigmas de individuo en la sociedad. 
 
El derecho al olvido surge sobre la necesidad de encontrar una regulación sobe el contenido 
que circunda en la red o sobre los parámetros de lo que el usuario considere o no limitativo a 
sus derechos como persona en relación con la información que se encuentre en la red y que 
esta  no puede enervarse sobre la afectación dolosa de un derecho a la intimidad de la 
persona y que debe ser básicamente de protección  por todo estado  que linde sobre los 
parámetros de la protección de los derechos fundamentales de la persona.  
 
Por ende, en la doctrina Europea hoy en día el derecho al olvido ha sido enarbolado como un 
derecho fundamental de la persona y coma parte de un derecho última generación que 
subyace al amparo de los avances tecnológicos y de la protección de los derechos 
fundamentales de la persona dentro de la sociedad y que es de relevancia dentro de la 
globalización en la que nos encontramos. 
 
La justificación práctica, en la que radica la presente investigación está orientada 
principalmente a sindicar los parámetros que deben de regularse dentro de la normativa 
jurídica peruana en materia del derecho al olvido tema subyacente y de relevancia en la 
esfera volitiva y de protección de la persona dentro de la sociedad. 
 
En virtud, de la necesidad emergente que existe para que el sistema normativo peruano 
avance, en razón que las leyes establecidas dentro del ámbito de protección de los datos y de 
la información contenida en la red por medio de la aplicación de la tecnología no colisione a 
la vez con derechos fundamentales de la persona, por lo que concerniente las leyes deberían 
evolucionan en relación con los avances que se producen en la sociedad y con las 
necesidades latentes que enmarca el derecho de la persona. 
 
A su vez, existe una clara y sólida divergencia en cuanto a la evolución del derecho al olvido 
y el tratamiento normativo que se le da a este en Europa a diferencia de América latina, dado 
que en países avanzados existe una marcada protección en cuanto a los datos personales que 
circundan en la red sobre una determinada persona teniendo el usuario la capacidad de 
suprimir o bloquear una información que pueda poner en detrimento su esfera individual. 
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Es en este sentido, que existe un amplio vacío normativo dentro de la legislación peruana en 
atingencia con otros países en el marco de la valoración de este derecho, pues la Ley de 
Protección de Datos Personales (Ley Nº 29733) no suscribe una protección estricta sensu en 
cuanto a la información contenida en la red que puede afectar al desarrollo de la persona. 
 
Por último, en la legislación nacional no se establece normas sobre la prescripción de los 
delitos, sobre la eliminación de antecedentes penales, sobre aspectos económicos que 
pudieran afectar a las personas (quiebras, insolvencias, etc.). en lo atinente a la información 
que circunda en la red y que es de contenido público y que puede afectar una resocialización 
puede generar estigmas dentro de la sociedad en un determinado sector de la población, dado 
que no existe un control adecuado de la información que google debe ofrecer a sus usuarios 
y que no permite al individuo ser parte de un nuevo inicio en razón al derecho que le asiste de 
formar de una sociedad en que sus derechos fundamentales sean parte de un ámbito público 
y privado a partir de su elección. 
 
La Justificación metodológica empleada dentro del desarrollo de la presente investigación, 
se encuentra direccionada sobre la base del uso de diversas técnicas de investigación, 
teniendo entre estas el análisis de la ficha de registro documental logrando por medio de la 
aplicación de esta un estudio consensuado y práctico del marco teórico, doctrinario, 
jurisprudencial y normativo empleados en el proceso de la investigación y que han sido 
recolectados dentro de los diversos textos legales leídos y analizados por el investigador para 
el desarrollo del tema. 
 
A su vez, otra técnica relevante empleada es la técnica de la guía de entrevista por medio de 
la cual el investigador procederá a formular una cuestionario preguntas que pretende ser 
materializados por medio del instrumento de la entrevista la cual será aplicada a abogados 
especialistas en el tema de materia de investigación quienes aportaran sus apreciaciones 
jurídicas, así como plausibles soluciones a la problemática planteada por el investigador en 
la formulación de la problemática de su investigación.
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1.5. Supuestos u Objetivos del Trabajo 
 
Los Supuestos Jurídicos, desde la perspectiva de Romero (2012) deberán ser definido 
como posibles soluciones tentativas al problema de investigación, por medio de los 
supuestos se logrará establecer una premisa direccionada a dar respuesta a la problemática 
planteada en el desarrollo de la investigación científica (p.23). Es por ello por lo que se 




El uso de las nuevas tecnologías de información viene generando una limitación de derechos 





-  El reconocimiento normativo del derecho al olvido cumpliría un rol tuitivo y de 
seguridad jurídica dentro del contexto de la sociedad peruana, dado que protegería 
derechos fundamentales de las personas dentro de su esfera individual y colectiva. 
 
-  El derecho a la verdad no se vería afectado, pues para cada situación en particular se 
debe emplear un criterio de ponderación de derechos, dado que la sociedad no puede 
negar hechos relevantes para su historia, pero estos deben ser ponderados con la 
dignidad de la persona. 
 
Los Objetivos en la investigación, son enfocados desde la perspectiva de Gómez citando a 
Quintana (2012) deberá ser definido como aquello que se pretende lograr con la 
investigación, dicho de otro modo, deberá ser concebido como los alcances sobre la cual se 
direccionará o pretenderá abordar el tema objeto de investigación. (p.29). 
 
A su vez Campos (2009) señala que el investigador debe desarrollar los lineamientos de su 
investigación de modo tal que respete los objetivos trazados en el contenido de su proceso 
científico no debiendo forzar los objetivos buscando que estos coincidan a los resultados que 
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espera lograr el investigador. (p.20). Por tanto, en el desarrollo la presente investigación se 
tiene como sustento los objetivos siguientes: 
 
Objetivo General  
 
Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías de 
información en relación con los derechos fundamentales de la persona. 
 
Objetivos Específicos  
 
- Establecer la relevancia jurídica social que generaría en la sociedad peruana un 
reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las nuevas 
tecnologías de información. 
 
- Determinar si una regulación amplia del derecho olvido dentro de la normativa jurídica 
peruana podría afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones trascendentales 









































La metodología empleada dentro del desarrollo del proceso de investigación,  esta se 
direcciona sobre la base de una investigación cualitativa se basa dentro de un ámbito de 
materialización descriptiva de los diversas proposiciones contenidas  sobre la base de un 
conjunto de diversas experiencias de contenido teórico, doctrinario, normativo y 
jurisprudencial desarrollados dentro del proceso de investigación; a  su vez se empleara un 
validación de las entrevistas contenidas dentro del proceso de investigación. 
 
Desde la perspectiva de Arias (2011) el enfoque cualitativo, se desarrolla sobre la base de un 
contexto amplio del desplazamiento riguroso empleando un análisis de interpretación 
concreta de la información recabada, por medio de las diversas variables empleadas dentro 
del descubrimiento realizado, empleando un conjunto de conocimientos de rigor ( p. 509). 
 
2.1. Diseño de Investigación. 
 
En el enfoque cualitativo según Hernández (2014), existen diferentes tipos de diseños siendo 
estos la teoría fundamentada, etnográfico, fenomenológico, estudio de casos cualitativos y 
diseño de investigación - acción (p. 470). 
 
Es sobre el particular, que la presente investigación está direccionado a emplear el diseño de 
la TEORÍA FUNDAMENTADA, toda vez que la presente investigación empleara una 
estrategia metodológica que tiene como finalidad generar o descubrir una teoría. Su objetivo 
principal es la construcción de un esquema de análisis con altos niveles de abstracción sobre 
un fenómeno social específico, por medio de análisis de la información obtenida. 
 
Tipo de Estudio. 
 
En el contexto del tipo de estudio, en el que se desarrolla la presente investigación esta recae 
en un tipo básico, se encuentra desarrollado sobre la base de un determinado objeto en 
cuanto a los diversos aportes jurídicos empleados dentro de las implicancias jurídicas del 
derecho al olvido en el ámbito del desarrollo de las nuevas tecnologías de la información; en 
virtud que, su indebida protección acarrea una limitación del derechos fundamentales 





Por último, Carrasco (2009) establece que el contenido tipo de investigación básica se 
fundamenta de una aplicación categorizada que busca direccionar la información empleada 
por medio de una profunda recolección de conocimientos metodológicos y jurídicos 
relacionados en el ámbito social (p.43). 
 
2.2. Métodos de Muestreo. 
 
Es en este contexto, que, dado al enfoque cualitativo de la presente investigación, no es 
posible establecer una población y muestra por lo que, no es pertinente redactar los mismos. 
 
Resulta importante señalar las siguientes muestras, las cuales son materia de estudio de la 
presente investigación: 
 
- Sentencia Nº 2843/2017 del Tribunal Supremo España. 
- Sentencia Nº 2843/2017 del Tribunal Supremo España. 
- Sentencia Nº 574/2016 del Tribunal Supremo España. 
- Sentencia N° 04227- 2009 HD/TC. 
 
Caracterización de Sujetos. 
 
La caracterización de sujetos consiste en “[…] definir quiénes son los participantes de la 
historia o suceso, las descripciones de los participantes, arquetipos, estilos, conductas, 
patrones, etcétera” (Abanto, 2013, p. 66). 
 
En relación, con la caracterización de sujetos empleados en el desarrollo de la presente 
investigación esta se define en tres grupos con la finalidad de alcanzar el objetivo general y 
los específicos planteadas por el investigador en el presente trabajo por lo tanto, se encuentra 
conformada por abogados especialistas en materia de derechos constitucional conocedores 
del tema materia de investigación y de su inserción dentro de un mundo globalizado, Jueces 
Civiles y/o Constitucionales que tienen como labor diaria la de los derechos fundamentales 
de las personas en concordancia con el marco normativo y con las exigencias que puedan ir 
surgiendo en la sociedad por medio de los avances tecnológicos; por último, a docentes de la 
cátedra de derecho constitucional de diferentes universidades encargados de formar la visión 
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Plan de análisis o Trayectoria Metodológica. 
 
En el desarrollo de la presente investigación se hará uso de la técnica de análisis de registro 
documental y de la entrevista, por medio de estos se aplicará el empleo de los instrumentos 
que servirán en el contexto de formación del presente proceso de investigación es así que los 
instrumentos empleados son las fichas de registro documental y la guía de entrevista. 
 
2.3. Rigor Científico 
 
Técnicas e Instrumentos de recolección de Datos, Validez y confiabilidad 
 
- Técnicas de Recolección de Datos 
 
Técnica de Entrevista: 
 
Se basa en la recolección de datos, donde lo fundamental es el recojo de información a 
partir de convicciones, certidumbres, experiencias a fin de investigación. (Pérez, 
2012.p. 36). 
 
Técnica de Análisis Jurisprudencial 
 
En este contexto, para Quintana y Montgomery (2006), se da a partir de una 
documentación certera, con propósito para el tema planteado, de la cual el investigador 
analiza interpreta el material recolectado. 
 
- Instrumentos de recolección de Datos 
 
Guía de Entrevista 
 
La guía de entrevista es una interrelación realizada por dos personas y orientada a dar 
respuesta a los objetivos planteados en la investigación no debiendo ser ésta 
direccionada, pues de lo contrario no se podrá obtener una validación objetiva de la 




Guía de Análisis Jurisprudencial 
 
Es sobre el particular, que para Quintana y Montgomery (2006) mencionan que éste 
da inicio al proceso de investigación sobre un entorno doctrinario, comparado, 
jurisprudencial inmersos en diversos textos jurídicos (p. 65). Ahora, bien, al respecto 
de los instrumentos de recolección de datos, es menester señalar que todo 
instrumento debe reunir requisitos esenciales, entre los que se encuentran la 
confiabilidad y validez. 
 
- Validez  
 
La validez “está basada en la adecuada representación de esas construcciones 
mentales que los participantes en la investigación ofrecen al investigador” (Cortés, 
1997, p. 78). Es decir, que el instrumento logre reflejar aquello que con la categoría 
se pretenda medir. 
 
Por tanto, es una condición suficiente para garantizar confiabilidad y validez en la 
acción investigativa en estudios cualitativos, que esta tenga un grado de 
concordancia entre diferentes observadores y evaluadores incluye los procesos de 
retroalimentación con el grupo humano, objeto de estudio de la coherencia interna y 
la ausencia de contradicciones en sus resultados (Pérez, 2012, p.73).  
 
Validez de Guía de Entrevista 
 
En la presente investigación, la validez de las entrevistas a realizar, su esquema y 
todo lo pertinente a la composición de la misma, en el sentido de que dichas 
entrevistas puedan servir como fuente de información para la presente investigación, 










PORCENTAJE DE VALIDEZ 
Dr. Erick Vildoso Cabrera 91% 
Dr. Cesar Israel Ballena 85% 
Dr. Eleazar Flores Medina 93% 
Total                89.66% 
 
Es decir, se tuvo como resultado final de validez por los expertos señalados líneas 
arriba de nuestra casa estudiantil el total de 89.66% 
 
Validez de Guía de Análisis Jurisprudencial 
 
En la presente investigación, la validez de las guías de análisis jurisprudencial a 
realizar, su esquema y todo lo pertinente a la composición de la misma, en el sentido 
de que dichas guías servirán como fuente de información para la presente 





PORCENTAJE DE VALIDEZ 
Dr. Esaú Vargas Huamán 96% 
Dra. Payana Blanca, Jakelyn 90% 
Dr. Aceto Nicoletti Luca 95% 
Total 93.66% 
 
Es decir, se tuvo como resultado final de validez por los expertos señalados líneas 




Referente a la presente investigación se ha tenido señalar que la confiabilidad de la 
misma recaerá sobre el Mg. Javier Ángel Sotomayor Berrocal, en la medida en que a 
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lo largo de su ejercicio como Juez, ha demostrado ser un profesional idóneo que 
ejerce la función jurisdiccional carta cabal que día a día lucha por combatir con la 
falta recursos que puede tener en su despacho por parte del Estado, por ello, ejerce no 
solo una labor como profesional sino además ayuda con ideas innovadoras, a poder 
solucionar con lo que el Estado le proporciona, a poder continuar con una gran labor 
del despacho judicial de manera óptima. 
 
2.4. Análisis Cualitativo de los Datos. 
 
En la presente investigación se ha empleado el método sistemático, ya que la recolección de 
datos se realizó en un periodo de tiempo determinado. 
 
Tratamiento de la Información: Unidades Temáticas, Categorización. 
 
El análisis de contenido trata de descubrir los significados de un documento, éste puede ser 
textual, la transcripción de una entrevista, una historia de vida, un libro o material 
audiovisual, etc. El propósito es poner de manifiesto los significados, tanto los manifiestos 
como los latentes, ya para eso clasifica y codifica los diferentes elementos en categorías que 































C1: Derecho al 
olvido 
 
Se basa principalmente sobre el contenido 
intrínseco de un respeto irrestricto de los 
derechos fundamentales de las personas y 
del derecho fáctico para exigir que su 
intimidad personal no se vea afecta por el 
ingreso de nuevas tecnologías en el 
contexto de la sociedad. 
 
 
- Derecho a la 
intimidad. 
 











Se desarrolla en circulación de la 
información por medio del internet dentro 
del contexto de una sociedad globalizada 
como en la que nos encontramos inmersos, 
dado que por medio del empleo de la 
tecnología se concreta un intercambio 
masivo de información por medio de las 
redes constituyendo un medio de 
comunicación entre las personas que 



































Es establecido como el grado de 
inferencia positivo o negativo que trae 
en conjunción el desarrollo de las 
herramientas informáticas dentro de la 
sociedad globalizada y sus efectos 




-  Sociedad 
-  Ámbito Familiar 






derecho al olvido 
 
 
Es concebido como el alcance jurídico 
normativo que tiene el derecho al olvido 
en la normativa jurídica de cada país y 
como este reconocimiento puede 
proteger la subsunción de otros 
derechos fundamentales de las personas 





- Norma Nacional 
 























En el ámbito jurídico parte de un sentido 
de resocialización que tiene toda persona 
y como parte del contenido de un 
respecto respeto irrestricto del derecho a 
la intimidad que le asiste desde un 
sentido per se. 
 
 
- Ámbito civil 
 
- Ámbito penal 
 










El derecho a la verdad deriva de varios 
derechos bien establecidos en el derecho 
internacional, como por ejemplo el 
derecho a la reparación, el derecho a 
recibir e impartir información y el 
derecho al debido proceso; o si es más 
bien un derecho autónomo independiente 
o adicional a estos otros derechos. 
 
-  Derecho a la 
información 
 
- Derecho al debido 
proceso   
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2.9. Aspectos Éticos.  
 
Desde la perspectiva de Campos (2009) se sindica, que el estudio de la moral, la ética, es 
parte de un contenido retorico y practico direccionada a dar solución a las diversas 
controversias que son planteadas dentro del contenido de la investigación la misma que 
marcara las pautas sobre la cual la investigación es de relevancia en la sociedad (p.27). 
En el ámbito de la investigación cualitativa esta debe sustentarse sobre bases de contenido 
ético dentro de los parámetros de su desarrollo contextual en relación con lo concerniente al 
proceso de investigación, lineamientos que son sustanciales para permitir un trabajo de 
contenido, calidad, criterios y de rigor científico sobre el cual deberá regirse toda 
investigación.  
 
Por último, el desarrollo de la presente investigación se fundamenta sobre la base de un 
contenido de valores retóricos que se plantean en la legalidad, la cual se encuentra contenida 
sobre la base de los diversos valores y que se desplazara dentro de un contenido explícito de 
















































3.1. Descripción de Resultados de la Técnica de: Guía de Entrevistas. 
 
a) Entrevistados: 06 Jueces Especializados en Derecho Civil, que conocen en sus 
respectivas instancias los procesos constitucionales de Habeás Data y Acción de Amparo 
relacionado con los derechos desarrollados en la presente investigación. 
 
Objetivo General:  
Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías 
de información en relación con los derechos fundamentales de la persona. 
 
Pregunta N° 01: Considera Ud. ¿Qué exista implicancias jurídicas en el derecho al 
olvido dentro de las nuevas tecnologías de la información en relación con los derechos 
fundamentales de la persona? 
 
Los entrevistados López, Mollo, Sotomayor y Fernandez (2018) consideran que el 
derecho al olvido surge como una respuesta en defensa de los derechos fundamentales de 
las personas y que vienen siendo objeto de vulneración con los avances tecnológicos dado 
que, en países desarrollados se prevé los casos en los que el uso de  informática 
menoscaba o delimita la dignidad del ser humano frente a otros y que antes de la 
conceptualización propia de un marco sobre el derecho al olvido solo existía vacíos 
jurídicos que ponían en riesgo a las personas dentro del marco de una sociedad protectora 
de los derechos fundamentales que se deben erigir dentro de todo Estado democrático.  
 
Es sobre el particular, que los entrevistados Nieves y Munante (2018) refieren que las 
implicancias jurídicas del derecho al olvido dentro del marco jurídico logra dar 
protección a los derechos fundamentales de la personas permitiéndoles que la 
información que transitan en la red sea objeto de eliminación cuando esta trasgrede sus 
intereses de valía personal, sin embargo colateralmente afecta el derecho intrínseco de la 
sociedad de conocer información transcendente que pueda delimitar sus actos y que 
puedan brindar el sentido estricto una seguridad jurídica en el tráfico comercial así como 
en las relaciones que se puedan dar entre las personas como eje fundamental del derecho 
a la información y hacer uso de la libertad tecnológica en beneficio propio; delimitándolo 
el contenido de información que circunda en la red puede protegerse a una persona en 
particular pero puede dejar  en desprotección a la sociedad en general. 
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Pregunta N° 02: Cree Ud. ¿Qué existe una regulación adecuada en materia de delitos 
informáticos en el país y que estas engloban dentro de su contenido el derecho al olvido 
como parte de los derechos fundamentales de la persona? 
 
Es relación con la pregunta formulada los entrevistados López, Mollo, Sotomayor, 
Nieves, Fernández y Munante (2018) coligen de modo concreto en señalar que el 
proceso de integración cultural, económica y social concebido  como globalización, se 
erige como parte del desarrollo de las tecnologías de la información y que si bien la Ley 
de Delitos Informáticos - Ley 30096 surge en base de dar respuesta a las necesidades que 
enfrenta la sociedad  esta o ha podido cubrir ni aparar la protección global de todos los 
derechos de la persona dado que, si bien los diversos ámbitos de interacción se ven 
favorecidos por la fluidez que brinda  la inserción tecnológica, no obstante, se 
incrementan la fluidez con que se deja en desprotección por medio de la comisión de 
delitos los derechos fundamentales de las personas irrogando un sentido de 
vulnerabilidad en la sociedad que va más allá de un sentido patrimonial o pecuniarios y 
que puede ir irrogado con dignidades o intimidades que se pueden ver afectados con la 
inserción de información en la red; por tanto, es partiendo de ello debido al calidad 
novísima del derecho al olvido dentro de la legislaciones del derecho comparado deviene 
necesario señalar que la Ley de Delitos Informáticos, no abarca de modo directo el 
derecho a la intimidad o dignidad de las personas en el ámbito de los avances de 
tecnológicos que coadyuven con la inserción del derecho al olvido dentro de la normativa 
dado que, si en su marco sustancial no reconoce los derechos fundamentales de las 
personas mencionados es ilógico suponer que engloba en sentido irrestricto un derecho al 
olvido no reconocido y no amparado en la normativa nacional.   
 
Pregunta N° 03: Considera Ud. ¿Qué existe una afectación real de los derechos 
fundamentales de la persona debido a la no existencia dentro del marco jurídico de una 
concreta protección del derecho al olvido? 
 
Los entrevistados Mollo, Sotomayor y Fernández (2018) refieren que desde su óptica 
profesional no consideran que existe una real afectación en los derechos fundamentales 
de la persona por la falta de regulación dentro del marco jurídico peruano del derecho al 
olvido; dado que, una eventual legislación del precipitado derecho al olvido no solo 
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irrogaría la protección de derechos fundamentales como la intimidad y dignidad, sino que 
conjuntamente con una proclive colisión de derechos fundamentales como la información 
y del derecho a la verdad que permite a la sociedad en global tener conocimiento de 
determinados hechos que se suscitaron en el país y que intrínsecamente no merecen ser 
parte del olvido por parte de la sociedad por tanto, una eventual regulación debe ir en 
consonancia de los límites de cuando es permisible la aplicación del derecho al olvido y 
sobre qué circunstancias es permisible su regulación sin que colisione con otros derechos 
no solo individuales de la persona sino de la sociedad en general; bajo el firme propósito 
de que la normativa jurídica del país si bien es cierto debe ir evolucionando esta debe 
darse de un modo acorde a la realidad en que nos hallamos; dado que, no se tratara de 
copiar leyes por copiar sino que debe hacerse un análisis si estas se adecuan dentro de la 
sociedad a la que pertenecemos y que son los que requieren leyes adecuada; es partiendo, 
de lo sindicado que en su conjunto los referidos entrevistados concluyen de modo 
concreto que antes de la dación de normas en materia de inclusión de nuevos derechos 
deviene en necesario emplear un sentido un sentido de análisis que permita establecer en 
qué medida genera un costo y beneficio en la sociedad así como la limitaciones con el 
bloque constitucional de otros derechos que también son sustanciales para las personas en 
la sociedad. 
Es en este mismo contexto, se tiene que los entrevistados López, Nieves y Munante 
(2018) consideran desde su perspectiva individual que si existe una real afectación sobre 
los derechos fundamentales de la persona por la falta de regulación del derecho al olvido, 
siendo necesario que la normativa jurídica del país evolucione a la par en la que viene 
evolucionando la sociedad en un mundo globalizado como en el que nos vemos inmersos 
por tanto, se tiene que la real afectación se da cuando en la red circulan datos que puedan 
afectar el derecho a la intimidad, dignidad, honor y hasta la resocialización del 
condenado, la estigmatización procesado y hasta del quebrado dentro del ámbito civil; 
haciéndose, necesario por ende una regulación amplia de las tecnologías de la 
información que permita la protección de los datos personales de los ciudadanos con 
relación a la información que se circunda en la red por lo que, ante una eventual 
limitación de los derechos fundamentales referidos es que éstos deben ir de la mano con 
una plausible regulación de novísimos derechos  que se van suscitando en la sociedad en 
relación con el entorno social tecnológico en el que nos vemos inmersos es que se 
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requiere enmarcar la nuevos derechos que permitan dar protección al ciudadano en países 
sub desarrollados como es el nuestro. 
 
Objetivo Específico 1:  
Establecer la relevancia jurídica social que generaría en la sociedad peruana un 
reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las nuevas 
tecnologías de información. 
 
Pregunta N° 04: Desde su apreciación personal, considera Ud. ¿Qué sería de relevancia 
jurídica social el reconocimiento taxativo en la norma Constitucional el derecho al olvido 
dentro de las nuevas tecnologías de información?  
 
En relación con la pregunta formulada todos los entrevistados coinciden que el derecho al 
olvido no requiere ser reconocido en la normativa constitucional sino que, debe darse 
desde una arista jurisprudencial o en el contenido de la Ley de delitos informáticos, como 
parte del fundamental del derecho de las personas; debiendo considerarse su trasgresión 
como un delito dado que, la persona que resulta afectada con la información que circula 
en red como parte del desarrollo de las nuevas tecnologías de la información desconoce al 
responsable que maneja el cumulo de información que se halla en ella y que le viene 
causando un perjuicio en su integridad y dignidad como ser humano; asimismo, se debe 
partir de una inclusión en la Ley de protección de datos personal, dado que por medio de 
la normativa es que requiere que conforme va evolucionando la sociedad se den nuevos 
parámetros que permitan a la norma jurídica cumplir su propósito que no es otro que 
regular las conductas de la personas en la sociedad a fin de que estas no limiten derechos 
fundamentales; y, es en relación con el derecho al olvido que se requiere que este merezca 
un estudio amplio ante una plausible inclusión como la que se propone en su trabajo de 
investigación y como la que se viene estableciendo en otros ordenamientos jurídicos 
internacionales bajo el marco de regular la información transmitida en la red con la 
colisión de otros derechos fundamentales de las personas en la sociedad. 
 
Pregunta N° 05 ¿Qué opinión le merecería a Ud. desde su óptica profesional que en el 
marco del derecho a la información se incluya a la vez el derecho al olvido dentro de la 




Los entrevistados López, Mollo y Munante (2018) consideran que una protección  
próxima y concreta del derecho al olvido como parte de un sentido de dar protección a los 
derechos fundamentales de las personas y que se ven  limitados desde  la óptica de  la  
presente investigación por la información amplia que circulan en la red y de modo 
específico dentro de los diferentes buscadores tecnológicos que se hallan en internet 
(Google, AltaVista) y que no encuentran en esta dación normativa el sentido de 
protección; por tanto, es partiendo de lo sindicado que un modo concreto de dar la 
protección referida partiría de una inclusión de este derecho sui génesis dado que, 
siempre ha existido una colisión del derecho a la intimidad con el derecho a la 
información hoy en una era tecnológica como en la que vivimos y que es parte de una 
sociedad globalizada como la nuestra es que se observa que el derecho al olvido forma 
parte de un contenido sustancial de otro bloque de derechos como el de la intimidad, 
privacidad y es partiendo de ello que el derecho a la información no puede ser concebido 
de modo genérico si no que encuentra su limitación cuando afecta otros derechos por 
tanto, es que se hace necesario determinar cuándo una información que circula en la red 
afecta otros derechos fundamentales de las personas y cuando el derecho al olvido debe 
surgir a fin de no vulnerar o menoscabar la dignidad o la intimidad de la persona, por lo 
que una inclusión de modo taxativo y sobre el límite de ciertos supuestos debe formar 
parte de la ley de protección de datos personales enmarcadas en la legislación de datos 
personales que no solo debe determinar la actividad estatal o de la empresa privada sitiada 
en territorio nacionales,  sino de las transnacionales que comercializan por medio de la 
red informática con datos personales, información de relevancia intima  dentro del país 
sin límites. 
 
Es en este mismo contexto, que los entrevistados Sotomayor, Nieves y Fernández 
(2018) consideran que el derecho al olvido  parte de un sentido de reconocimiento como 
derecho  fundamental y que no se puede limitar su protección y aplicación a su incursión 
normativa dentro de la Ley de Protección de Datos Personales - Ley Nº 29733 dado que, 
ésta solo va direccionada a garantizar el derecho fundamental a la protección de datos 
personales, regulando un adecuado tratamiento, tanto por las entidades públicas, como 
por las instituciones pertenecientes al sector privado más no engloba en sus límites un 
sentido de protección concreto de la información en la red pues es observable y latente 
que actualmente ésta limitación se materializa y no existen filtros tecnológicos que pueda 
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emplear que los buscadores informáticos limiten la intimidad o dignidad de las personas 
por ello es relevante instar un sentido de regulación más amplio que la propia ley de 
protección de datos personales  por la magnitud de derechos que afecta y es partiendo de 
ello  es que el derecho al olvido debe estar contenido dentro del bloque de derecho 
fundamentales de nuestra Constitución de modo concreto estableciendo sus parámetros 
de aplicación y protección por medio de la remisión a leyes como Ley de Protección de 
Datos Personales - Ley Nº 29733 y su sanción a su vulneración como parte de un 
contenido de Delitos Informáticos - Ley N° 30096 pues por medio de un empleo 
inadecuado de las tecnologías de información se pueden dar una afectación otros 
derechos fundamentales. 
 
Objetivo Específico 2: 
Determinar si una regulación amplia del derecho olvido dentro de la normativa jurídica 
peruana podría afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones trascendentales 
de la historia dentro de la sociedad. 
 
Pregunta N° 06: Cree Ud. ¿Qué una regulación del derecho olvido en la normativa 
jurídica peruana podría afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones 
trascendentales de la historia dentro de la sociedad? 
 
En referencia, a la pregunta formulada todos los entrevistados consideran que, el derecho 
al olvido surge como una respuesta a un respeto irrestricto de los derechos fundamentales 
de la persona dado que, todo Estado Democrático debe buscar otorgar las seguridad de un 
respeto irrestricto de las garantías constitucionales de las personas y es partiendo de ello 
que el derecho al olvido busca proteger la privacidad, intimidad y dignidad de la persona 
sobre quien se pública información en la red; siendo que, no solo la inclusión normativa 
de un novísimo del derecho al olvido puede aparear en su conjunto una colisión con otros 
derechos; y, partiendo de ello que se tiene que como todo derecho debe darse sobre la 
base plausible de establecer cuáles serían los supuestos de su aplicación a fin de que no 
colisione con otros derechos; es sobre el particular, que se tiene que el derecho a la verdad 
también ha sido recientemente introducido como parte del sentido de un derecho 
autónomo que  surgió frente a graves violaciones de los derechos humanos y que parte 
de un sentido de respuesta del derecho de las víctimas y de la sociedad sobre las que el 
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Estado debe direccionar su protección; asimismo, es convergente señalar que la 
información que circula en la red producto de la era globalizada en la que nos 
encontramos deben ir secundado de ciertos lineamientos sobre cuando una información 
afecta la dignidad o intimidad de la persona y cuando esta información es relevante en la 
sociedad en general; por tanto, es que existe información que no merece ser aplicable del 
derecho al olvido dado que, por medio de ello que la sociedad no vuelva a repetir los 
errores del pasado un ejemplo claro y concreto se da en los casos de terrorismo en donde 
se puede observar de modo claro y concreto que circunstancias como están no puede ser 
de aplicación o invocación de un derecho al olvido porque forman parten del pasado de 
una nación; asimismo, el derecho al olvido debe surgir como base de una respuesta de 
garantizar los derechos fundamentales de las personas cuando la información que circula 
en la red afecta su esfera personal o individual más cuando esta información es de 
relevancia para la sociedad, por lo que ambos derechos deben ser objeto de ponderación 
al momento de su aplicación.  
 
Pregunta N° 07: Desde su óptica personal ¿Qué limites considera Ud. que deberían 
existir si se diera una regulación del derecho al olvido para que no exista una colisión con 
el derecho a la verdad que tiene la sociedad sobre su historia? 
 
Es sobre la referida pregunta, que todos los entrevistados coinciden que de darse una 
regulación del derecho al olvido en la legislación nacional deviene en necesario 
establecer ciertos lineamientos a fin de que la protección de los derechos fundamentales 
de las personas como la dignidad, intimidad y privacidad no colisionen con otros 
derechos como la información o el derecho a la verdad propiamente referido en la 
pregunta; siendo relevante establecer en qué casos el derecho al olvido puede ser 
limitado, es así que la eliminación de la información que circunda en la red producto de 
avances tecnológicos debe ser objeto de valoración para establecer cuando ésta se 
encuentra por encima de una afectación de un derecho individual o de uno social; por 
tanto, es permisible establecer que no sería aplicable un derecho al olvido en situaciones 
de terrorismo, delitos con sentencia firme; pero, si en casos en que la información afecta 
la dignidad de la persona o su intimidad y que son solo de relevancia para ella asimismo, 
el derecho a que se elimine de la red la información de un proceso que ha sido sobreseído; 
siendo, por ende merituable establecer ciertos parámetros como los expuestos a fin que la 
protección de un derecho no suprima otros que son de relevancia dentro de un Estado 
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democrático como el nuestro dado que, el derecho a la verdad e información surge en 
respuesta a una sociedad que necesita conocer su entorno así como las situaciones que la 
rodean, es por ello que el fin de permitirse coexistir en armonía ambos derechos como el 
olvido y la verdad se basa en producir una seguridad jurídica en la sociedad. 
 
Pregunta N° 08: ¿Alguna acotación adicional que desea usted realizar al tema?  
 
Los entrevistados Mollo, Sotomayor, Nieves y Fernández (2018) señalan que no tienen 
ninguna acotación más que realizar en relación con la aplicación del instrumento de 
entrevista que les fue practicado.  
 
Es en relación con la última interrogante que los entrevistados N° 1 y 6 coligen en señalar 
que es novísima la introducción del derecho al olvido en el marco del derecho comparado 
en donde lo derechos fundamentales de las personas buscan ser protegidos por encima de 
la vanguardia tecnológica que se erige en la sociedad; asimismo, el derecho al olvido se 
funda sobre la base de un contenido jurídico que necesita ir evolucionando es en este 
contexto, que las investigaciones académicas que justifiquen un contenido de inclusión 
normativa de nuevos derechos debe ser materia de análisis. 
 
b) Entrevistados: 03 Docentes Especializados en Derecho Constitucional.  
 
Objetivo General:  
Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías 
de información en relación con los derechos fundamentales de la persona. 
 
Pregunta N° 01: ¿En su labor diaria en la formación de conocimiento jurídico en sus 
alumnos ha debatido sobre la inserción del derecho al olvido en las legislaciones 
extranjeras? 
 
En relación con la pregunta formulada los entrevistados Yzena, Herrera y Zárate 
(2018) coligen de modo directo que el derecho al olvido es un tema novísimo que busca 
ser insertado dentro de la normativa nacional; empero, ello debe darse sobre la base de 
una adecuación del contexto social peruano pues si bien las normas deben ir 
evolucionando a la par con los avances tecnológicos la inserción sin parámetros reales 
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produciría una colisión derechos cuando el derecho a la intimidad y de la dignidad de la 
persona pueda sobreponerse por encima del derecho a la información y la verdad, temas 
que son polémicos y que requiere una regulación propia a nuestra realidad social, cultural 
y política y que son materia debate en las aulas de clases a modo de inducir el raciocinio 
jurídico y lógico en el alumno.  
 
Pregunta N° 02: Considera usted ¿Qué existe implicancias jurídicas dentro del derecho al olvido 
como parte de la inserción de las nuevas tecnologías de la información? 
 
En referencia a la pregunta formulada los entrevistados Yzena y Zárate (2018) señalan 
que el desarrollo de las nuevas tecnologías de información vienen generando en la 
sociedad no solo beneficios sino que aunado a ello trae consigo falencias con relación a la 
formación de nuevos derechos que no se ven amparados en la normativa jurídica de 
nuestro país; dado que, si bien la tecnología nos permite ampliar conocimientos surge una 
problemática cuando esta misma es empelada de modo incorrecto sobre la base denigrar 
honras o atropellar intimidades y que con la inserción del derecho al olvido en el derecho 
comparado que se busca proteger asimismo, es de reconocerse que esta protección tuitiva 
formulada por otros países tardara en llegar al nuestro en base que no estamos preparados 
para saber cuándo una información que circunda en la red guarda implicancias jurídicas 
sobre el derecho fundamental de una persona y de la sociedad en general. 
 
Es sobre esta misma interrogante que el entrevistado Herrera (2018) sostiene que, no se 
dan mecanismos sustanciales que hagan permisible la inserción del derecho al olvido 
como parte de los avances tecnológicos a los que hace frente el país dado que, si bien es 
cierto se tienen ciertos derechos que no abarcan un ratio de protección; sin embargo, ello 
debe ser estimado que toda sociedad debe cimentar su futuro sobre la base de los hechos 
que se suscitaron en el pasado a fin de no cometer los mismos errores, un derecho al 
olvido de modo amplio y sui génesis podría delimitar el contenido del derecho a la verdad 
que le asiste a la sociedad de modo concreto, es que no se trata de imitar leyes y emerger 
derechos que no se ajustan a nuestra sociedad y que a largo plazo lo que puede generar  
es un inseguridad jurídica sobre la base de interpolar un derechos fundamental que afecta 
la esfera personal sobre un derecho fundamental que nos abarca como sociedad, partiendo 




Objetivo Específico 1:  
Establecer la relevancia jurídica social que generaría en la sociedad peruana un 
reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las nuevas 
tecnologías de información. 
Pregunta N° 03: Cree usted ¿Qué existe una afectación real de los derechos 
fundamentales de la persona debido a que ni el marco normativo ni jurisprudencial del 
país ostenta un reconocimiento taxativo del derecho al olvido? 
 
En relación a la pregunta formulada el entrevistado Yzena (2018) considera que si existe 
un grado de afectación de derechos fundamentales como la dignidad e intimidad de la 
persona como producto de la era globalizada en la que nos encontramos y de los avances 
tecnológicos en los que se ha visto inmersa la sociedad; por tanto, debe ser materia de 
protección jurídica. Asimismo, considera que es real y concreto señalar que el derecho es 
cambiante y debe ir evolucionando con la sociedad partiendo de ello, es que resulta 
necesario establecer lineamientos que permitan contener conductas que pongan en riesgo 
derechos fundamentales y producto de ello es que surgen la formación de nuevos 
derechos como el derecho al olvido y que busca una respuesta a las falencias normativas y 
jurisprudenciales que se dan en un determinado país sin embargo, considero que su 
regulación o reconocimiento tardará unos años más en nuestro país partiendo de la cultura 
del ciudadano que no ve la limitación de su derechos y la afectación que trae ello en 
relación con la información que circula en la red por medio de los buscadores como 
Google etcétera, no encontrando un grado de protección jurídica que permita establecer 
que existe un derecho vulnerado  que deber ser protegido. 
 
Es sobre la misma línea, que los entrevistados Herrera y Zárate (2018) consideran que 
si existe una afectación de los derechos fundamentales pero que esta no es producto de la 
falta de reconocimiento del derecho al olvido como figura jurídica dentro de nuestra 
norma o jurisprudencia, sino que parte de un aspecto novísimo que se va formando en la 
estructura de los países que no encueran en sus normas el sentido de respuesta y un grado 
de protección sobre los avances tecnológicos que se van dando en la sociedad, siendo que 
países como el nuestro se resisten a la formación de nuevos derechos no porque no 
consideren que no existe sino que como toda persona enfrentan una negación al cambio y 
es producto de ello que no se observa  una repuesta normativa o jurisprudencial ante la 
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afectación de derechos fundamentales ocasionada por la tecnología y el grado de 
responsabilidad que tienen  las empresas que ofrecen  un servicio en red de que la 
información  contenida en ellas no solo guarde un contenido de certeza sino que, no 
limite derechos como la intimidad, honor, dignidad y hasta la resocialización de la 
persona por medio de la red haciendo necesario una regulación. 
 
Pregunta N° 04: Desde su apreciación personal, considera Ud. ¿Qué el derecho en su 
contenido normativo debe ir evolucionado en equipariedad con los avances tecnológicos 
que se dan en una sociedad globalizada? 
 
En respuesta a la pregunta formulada, todos los entrevistados concluyen que el derecho  
debe ir evolucionado en relación con  las necesidades que se presentan en la sociedad 
aunado, a ello se tiene que actualmente formamos parte de un mundo globalizado en 
donde la transmisión de información se da en segundos de tiempo a través de la red; 
siendo que, es beneficioso según la forma o la óptica en que se pueda dar la información 
que transitan  sin embargo surge una problemática cuando esta información pone en 
detrimento derechos fundamentales de la persona; asimismo, se tiene que a medida que la 
sociedad va evolucionando las normas también deberían hacerlo dado que, por medio de 
ellas se regula el comportamiento de las personas y se da un orden a la sociedad en tanto, 
es necesario que las normas deban ir evolucionando direccionados a buscar a garantizar y 
respetar los derechos fundamentales de la personas. 
 
Objetivo Específico 2: 
Determinar si una regulación amplia del derecho olvido dentro de la normativa jurídica 
peruana podría afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones trascendentales 
de la historia dentro de la sociedad. 
 
Pregunta N° 05: Usted considera. ¿Qué se debería regular el derecho olvido en la 
legislación peruana a fin de que esta se ponga en vanguardia con las legislaciones 
internacionales bajo el fin de proteger los derechos fundamentales? 
 
Los entrevistados Herrera y Zárate (2018) coligen en señalar que deberían darse dentro 
de la legislación nacional una regulación del derecho al olvido direccionada sobre la base 
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de proteger los derechos fundamentales de las personas que ven afectados productos de 
los avances de la tecnología de la información y que no hallan un sentido de limite o filtro 
de cuando la información que circula en su red causa una afectación integral al individuo; 
por tanto, se tiene que conjuntamente el derecho con las normas debe ir evolucionando de 
modo paralelo a las necesidades de la sociedad en base a la plausible necesidad de hacer 
frente a la evolución tecnológica dentro de las sociedades globalizadas. 
 
Es sobre la misma interrogante que el entrevistado Yzena (2018) desde su apreciación 
personal considera, que no debería regularse el derecho al olvido sobre la base de estar a 
la vanguardia con las legislaciones extranjeras, sino que esta debe darse sobre el sentido 
si una regulación de este derecho al olvido es necesaria en nuestro contexto social y si se 
dan casos similares que emparejen una limitación de los derechos fundamentales en la 
sociedad por parte de las redes sociales y si la misma no es amparada en otras leyes o 
dentro del contenido de otros derechos; por último, si resulta necesaria su aplicación es 
justificante que esta se dé sobre criterios de ponderación a fin de que amparar un derecho 
no limite la cognición y protección de otros derechos fundamentales como es el derecho a 
la información que le asiste a la sociedad peruana en general.  
 
Pregunta N° 06: ¿Cuáles sería los criterios sobre los que se podría regular el derecho al 
olvido que emerge dentro del derecho individual de la persona y el derecho a la verdad en 
relación con situaciones trascendentales de la sociedad? 
 
Es en este contexto, que todos los entrevistados coinciden que de regularse el derecho al 
olvido dentro de nuestra normativa jurídica esta debe darse sobre la base de ciertos 
criterios direccionados no solo a proteger los derechos individuales como la dignidad, 
intimidad, privacidad de las personas sino también derechos fundamentales y 
trascendentes que le asisten en su conjunto a la sociedad; dado que, sería sencillo borrar 
toda la información que como sujeto individual considero me afecta o me causa perjuicio 
y que circula en la red por medio del empleo de los buscadores de información, pero si 
esta información que puede afectar mi dignidad o intimidad personal también afecta el 
derecho a la verdad de otros de conocer como sociedad para que no se repitan hechos que 
limitaron en un momento al país; es sobre ello que, debe darse una ponderación de 
criterios limitativos de cuándo o no una información en las redes tecnológicas es de 
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interés individual de la persona o de la sociedad, siendo este criterio relevante al 
momento de saber cuándo la información es de carácter trascendente para la formación de 
una sociedad que se permita conocer su pasado y a no repetir de modo sistemático sus 
errores y cuando se está por encima de la limitación de un derecho individual importante 
solo para la dignidad, honor e intimidad del individuo que se ve vulnerado en sus 
derechos fundamentales por medio de la era tecnológica de la que formamos parte en una 
sociedad globalizada como la nuestra.  
 
3.2. Descripción de Resultados de la Técnica de: Guía de Análisis Jurisprudencial. 
 
Objetivo General: “Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de las 
nuevas tecnologías de información en relación con los derechos fundamentales de la 
persona”. 
Fuente: Sentencia Nº 3269/2014 de fecha 17 de julio del 2014. 
 
Consideraciones generales (citas textuales o parafraseo): El procurador D. Jordi Pich 
Martínez, en nombre y representación de D. Antonio interpuso demanda de juicio ordinario 
contra Google Spain, Yahoo Iberia, S.L y Telefónica de España, S.A.U. en la que solicitaba 
se dictara sentencia con los siguientes pronunciamientos:  
 
- Declare que los demandados han cometido una intromisión sobre mi demandante 
en su derecho a la intimidad personal y familiar, a la imagen y al honor.  
- Que se retire la información personal de las indexaciones y cachés, en el cual 
consta publicado el Real Decreto 1396/1999, de 27 de agosto de 1999, por el que 
se indulta a Don Antonio por un delito cometido en 1981; y que, en adelante, se 
prohíban y cesen las citadas indexaciones.  
- Que esta intromisión ilegítima y la vulneración del derecho a la protección de 
datos ha causado a D. Antonio graves daños morales y económicos, cuantificados 
en 5.586.696 Euros (cinco millones quinientos ochenta y seis mil seiscientos 
noventa y seis euros); en los que debe ser indemnizado. 
 
Apreciación y análisis: Es en este contexto, que el Tribunal Supremo de la Sala Civil 
Española decide resolver el recurso interpuesto por el demandante D. Antonio contra Google 
Spain, Yahoo Iberia, S.L y Telefónica de España, S.A.U. se sustenta en base al indulto que le 
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fue concedido al demandante por un delito que cometió en 1981 siendo que, el accionante 
señala que cuando coloca sus datos personales en los motores de  búsqueda de google  sale 
el delito del cual fue condonado, siendo que el demandante solicito en reiteradas 
oportunidades la cancelación de sus datos personales de la red, pues el contenido de la 
misma le generaría una a afectación a sus derechos. 
 
Es sobre el particular, que la Sala considera que se debe realizar una ponderación entre el 
ejercicio de la libertad de información, consistente en que los datos sobre el otorgamiento de 
indultos puedan encontrarse en buscadores de Google, y el respeto a los derechos al honor y 
a la intimidad cuando la información en cuanto a la referencia de un delito de indulto puede 
afectar negativamente a la reputación del demandado. 
 
Por tanto, se tiene que debe darse un sentido de ponderación sobre el sentido de publicidad 
que  tiene la sociedad para estar diáfanamente informados sobre los indultos que otorga el 
Estado sobre la identidad del demandado y del delito que ha cometido; es desde este sentido, 
que se tiene que lo que la afectación que infiere el demandante se sustenta en que cuando 
coloca sus datos en los motores de búsqueda  lo primero que aparece es el enlace de la 
página web donde se publica el indulto que se le otorgó al demandante. 
 
En la parte resolutiva de la decisión la Sala Civil de España, que estima el daño irrogado al 
demandante en relación con el derecho al honor y a la intimidad del afectado resulta 
desproporcionado en relación al interés público que ampara el tratamiento sus datos por los 
buscadores de internet; asimismo, se tiene que cuando no es una persona de relevancia 
pública, ni los hechos que cometió son de relevancia histórica para la sociedad Española, es 
que se viene afectando los derechos fundamentales del accionante en el marco de su vida 
privada estimándose en la parte decisiva que se ha dado una afectación por parte de los 
motores de búsqueda y de la información contenida en la red; siendo que, en un extremo la 
sentencia desestima la indemnización pretendida por la demandante y esta es concedida en 
8.000 euros en mérito a los daños morales y la vulneración de los derechos fundamentales 
que se ha producido sobre el demandante.  
 
Por último, se tiene que la demandada apelo dicha decisión y que la misma fue resuelto 
mediante sentencia N° 210/2016 del cinco de abril del 2016, el mismo que es desestimado 
sobre la base de que si se ha dado una afectación real y concreta de los derechos 
fundamentales del demandante; desde el sentido, que la información que circulaba en la red 
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no es de interés general para la sociedad 
Comentario: Es sobre este contexto, que se logra determinar que existe una serie de 
implicancia jurídicas que se produce en relación al desarrollo de los nuevos avances 
tecnológicos por tanto, es partiendo de ello que se tiene que un plausible de reconocimiento 
del derecho al olvido en las diversas legislaciones permitirá un grado de protección de los 
derechos fundamentales que se vulneran en la red tecnológica producto de la información 
que los usuarios introducen en la red dado que, no existe esta un límite que medie el cuidado 
para suprimir una información que viene afectando al usuario.  
 
Objetivo Específico 01: “Establecer la relevancia jurídica social que generaría en la 
sociedad peruana un reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las 
nuevas tecnologías de información”. 
 
Fuente: Sentencia Nº 2843/2017 de fecha 13 de julio del 2017. 
 
Consideraciones generales (citas textuales o parafraseo): La procuradora D. Eva 
Domingo Martínez, en nombre y representación de D. Gines (que afirmaba ser conocido 
también como Javier), interpuso demanda de juicio ordinario contra el titular del Periódico 
20 Minutos, en la que solicitaba se dictara sentencia: 
 
- Se declare la intromisión al derecho al honor, y/o a la propia imagen, por la utilización 
de fotografías de mi representado, y su manipulación al asociarlas a titulares "imágenes 
en Google del doble crimen de calicanto", teniendo en cuenta que la sentencia que se 
adjunta como documento uno de la Audiencia Provincial de Valencia dice que "ninguna 
participación tuvo el acusado en dichos hechos.  
 
- Se condene a los demandados al resarcimiento moral y material que se concretará en 
ejecución de sentencia (pues en el presente momento, se necesitan datos que debe 
proporcionar el medio de comunicación), ponderando cada uno de los factores descritos 
en los hechos. 
 
- Condena que incluirá siempre la retirada de los archivos en medios informáticos, como 
buscadores y redes sociales. 
Apreciación y análisis: El caso materia de autos, se trata sobre un conflicto entre la libertad 
de información y los derechos al honor y a la propia imagen que debe regirse, en cuanto al 
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juicio de ponderación de ambos derechos si corresponde la aplicación del derecho al olvido 
en relación con los hechos materia del presente proceso; es en este contexto que, se tiene que 
el demandante aduce que “[…] fue extraditado en 2008 desde los Estados Unidos de 
América por su presunta participación en unos delitos por los que fue definitivamente 
juzgado en España y absuelto en virtud de sentencia dictada por la Audiencia Provincial de 
Valencia, Sección 1.ª, procedimiento de tribunal de jurado n.º 4/2012”. 
 
Es sobre el particular, que se tiene que el Tribunal Supremo de la Sala Civil,  considera en 
mérito que el caso materia de autos accionado por el demandante es de connotación  y de 
interés público, tanto por razón de la persona siendo que la afectación publica que alega la 
demandante resulta ser parte de un suceso de connotación trascendental y noticiable en la 
sociedad española; por tanto, se tiene que los criterios empleados en el marco del derecho al 
olvido por la jurisprudencia de ese país se circunscribe en que la información objeto de 
eliminación no tiene que ser objeto o interés público informativo; asimismo, se tiene que en 
el caso en autos que el demandante estuvo inmerso en un juicio oral por un doble asesinato, 
dada su extraordinaria repercusión social debe valorare si es objeto de mérito la aplicación 
del derecho al olvido del accionante  sobre el contenido de la información que circunda en 
la red tecnológica.   
 
El derecho al olvido se establece como parte del contenido que está permitido de transitar de 
transitar en la red de Internet; por tanto, se tiene que en el caso en autos no concurre el 
requisito de la desaparición del interés público exigido por la jurisprudencia; el derecho al 
olvido digital debe ir en consonancia con otros requisitos de adecuación, pertinencia y 
proporcionalidad del tratamiento de los datos personales que circulan en la red de internet.  
 
En virtud a las consideraciones expuestas, se tiene que la referida ha sido desestimada en 
razón que el derecho al olvido que esgrime el demandante basado en la cancelación de sus 
datos personales en relación que el tiempo transcurrido para la eliminación de sus datos no 
ha sido el suficiente o el adecuado, no siendo estimable la eliminación de sus datos con 
relación a la finalidad con que fueron recogidos y objeto de tratamiento que la noticia sobre 
el demandado se ha dado con el fin de informar hechos de interés público; y, al ser que la 
afectación aducida por el demandante tan grave para su honor o vida privada, es que se 
esgrime necesario señalar que pasado un tiempo  prudencial  (dado  que  la demanda  se 
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presentó dos años después de sucedido los hechos) sobre el periodo en que se asocien los 
hechos objeto de noticia el demandado se tiene que la imagen del demandante es un filtro 
que se asocia con la noticia pero que ello no genera un daño en su esfera personal; sin 
embargo, se deja a salvo puede hacer efectivo su derecho en la vía respectivo en un futuro. 
 
Comentario: Resulta relevante la presente resolución a fin de afianzar los conocimientos. 
 
Objetivo Específico 02: “Determinar si una regulación amplia del derecho olvido dentro de 
la normativa jurídica peruana podría afectar el derecho a la verdad en relación con 
situaciones trascendentales de la historia dentro de la sociedad”.  
 
Fuente: Sentencia Nº 574/2016 de fecha 14 de marzo del 2016 
 
Consideraciones generales (citas textuales o parafraseo): El caso materia de autos, se da 
en que el demandante D. Mario Costeja Fernández,  presentó ante la Agencia Española de 
protección de Datos (AEPD) una reclamación contra La Vanguardia Ediciones, S.L., y 
contra Google Spain y Google, alegando que se viene afectando su derecho a la privacidad y 
al honor dado que, cuando introducía su nombre en el buscador de Google, obteniendo como 
resultado vínculos en la red en la que aparece el anuncio de subasta de inmueble a causa de 
un embargo por deudas a la Seguridad Social; asimismo, se tiene que el accionante aduce 
que al momento de efectuarse la referida ejecución la deuda estaba totalmente solventada, 
por tanto carece de cierta y real la información publicada en el diario y que circula en la red. 
 
Apreciación y análisis: Es desde el contenido del caso materia de autos, que es permisible 
señalar que en el referido proceso se encontraba en colisión dos derechos como el derecho a 
la libertad de expresión y de información y por el otro el derecho al honor y a la imagen, 
ambos de contenido fundamental y constitucional; por tanto, se tiene que es determinante 
establecer la responsabilidad de los buscadores de internet por toda la información que 
circula en la red; por tanto, es en virtud de lo estipulado por el artículo 31 de la Ley Española 
11.723; y, si es que deviene en procedente para el accionante la tutela preventiva de la 
difusión de información lesiva sobre sus derechos personalísimos de sujeto.  
 
Es respecto, al caso en autos que se tiene que el Tribunal Supremo de España, se ha 
permitido determinar que existe un grado de responsabilidad de los buscadores tecnológicos 
dado que, si bien en el marco del derecho comparado estos no   tienen    un sentido   de 
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obligación de monitorear los contenidos que se suben en la red los respectivos 
administradores de la página web, en virtud de que no deberían ser responsables por 
contenidos que ellos no han subido; sin embargo, se tiene que esta Sala Contenciosa 
Administrativa del Tribunal Supremo, sustenta su decisión sobre la base de que los  
buscadores son responsables por un contenido ajeno, cuando a partir del reclamo del 
afectado o usuario ha tomado conocimiento de la limitación del derecho fundamental de la 
persona en la sociedad. 
 
En este contexto, que se tiene esta Sala ha resuelto no amparar la demanda incoada por el 
recurrente en relación con el grado de atribución de responsabilidad del buscador sobre los 
hechos que son materia del presente proceso, asimismo, se señala que el demandado si ha 
incurrido en una responsabilidad subjetiva al  tomar  en  el conocimiento de la afectación 
a la que se ha visto expuesta el accionante; sin embargo, es de tenerse en cuenta que no se ha 
manifestado en autos de modo concreto el daño en el que se ha visto inmerso el demandado 
en su esfera individual como parte del contenido del marco jurídico del derecho al honor y 
privacidad con el que se ha visto afectado el accionante. 
 
Finalmente, se tiene que respecto a la decisión de declarar infundada la demanda accionada 
por el demandante, el Tribunal Supremo de España solventa su decisión en concordancia 
con lo establecido por el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
y en base a reiterada jurisprudencia que existe en el mencionado país, se tiene que toda 
restricción, sanción o limitación del derecho a la libertad de información en forma restrictiva 
y que toda limitación o presunción de vulneración de ella deviene en  inconstitucional  
debiendo ser objeto de probanza por quien lo invoca. 
 
Comentario: Es sobre este contexto, que se tienen en el caso en autos que una plausible 
regulación del derecho al olvido debe darse sobre la base de un criterio de ponderación a fin 
de que no exista una colisión de derechos fundamentales asimismo, se tiene que sobre la 
referida inclusión del derecho al olvido en la legislación peruana debe darse ciertos 
lineamientos a fin de que no se afecte el derecho a la verdad un derecho igual de fundamental 
y relevante para la sociedad pues permite que  las personas tengan un contacto con los 
hechos que sucedieron en la sociedad; y, es en mérito de ello que se tiene que el derecho al 
olvido guarda en su contenido intrínseco la protección de derecho a la intimidad, dignidad y 


























En el desarrollo del presente trabajo se ha logrado establecer las implicancias jurídicas sobre 
las que se sustenta la inserción del derecho olvido dentro de marco jurídico del país y que 
viene surgiendo como producto de la inserción de los nuevos avances tecnológicos en lo que 
forma parte la sociedad; asimismo, se tiene que la falta de reconocimiento taxativo en la 
norma o en la jurisprudencia del derecho al olvido viene afectando derechos fundamentales 
de la persona que si bien se encuentran prescritos en la Constitución Política del Perú, 
Convención Americana de Derechos Humanos y Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos como parte de los derechos humanos que le asisten a cada individuo; es partiendo, 
del contenido de los precipitados cuerpos legales que se hallan establecido en su contenido 
legal una protección de derechos fundamentales de la persona como es la dignidad, honor e 
intimidad; sin embargo, no surgen como una respuesta emergente como consecuencia de la 
vulneración de los mencionados derechos en el ámbito de su protección producto de los 
avances tecnológicos en los que viene formando parte la sociedad. 
 
En este contexto, es permisible señalar que el derecho al olvido es una figura novísima que 
encuentra el contenido de su formación como parte del mundo globalizado sobre la que se va 
erigiendo la sociedad; por tanto, se tiene que ante los efectos positivos que trae los avances 
tecnológicos es diáfano, concreto y real que también se producen en su conjunto otros 
efectos negativos como son la falta de protección de los derechos fundamentales de la 
persona; dado que, desde un sentido amplio el contenido de los referidos derechos han sido 
concebidos sobre la base general de protección de la persona sin tener que delimitar en el 
contenido de su protección los supuestos de afectación que trae consigo los avances 
tecnológicos en el marco de la sociedad, debiendo colegirse que una respuesta real a 
considerar que el derecho en general y de modo específico las normas deben ir 
evolucionando en el marco del tiempo con las exigencias que van surgiendo en la sociedad  
como un medio de protección de los derechos de la persona.    
 
En esta misma línea, sobre la que se desarrolla una plausible regulación del derecho al 
olvido, es permisible señalar que también trae consigo emparejado una colisión con otro 
derecho fundamental como es el de la información y del derecho a la verdad que tiene la 
sociedad; siendo que, a partir de ello que surge la necesidad de establecer un grado de 
ponderación y que debe ser objeto de mérito para cada caso en particular a fin de determinar 
el grado de influencia que tiene la información que circula en la red tecnológica para la 
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sociedad así como el grado de afectación que se genera en la esfera individual de la persona 
en relación con la afectación de sus derechos fundamentales; por tanto, es ante lo esgrimido 
que es permisible señalar que si bien existe un grado de afectación en los derechos 
fundamentales de la persona que se ha producido en virtud de los avances tecnológicos que 
enfrenta la sociedad dentro del mundo globalizado en el que se desenvuelve es que debe 
existir lineamientos que deben ser objeto de inclusión o regulación normativa en el marco 
del derecho jurídico peruano. 
 
Por tanto, es del contenido de la presente investigación que se ha delimitado que el derecho 
al olvido encuentra su regulación jurídica en el contenido del marco normativo de otros 
derechos como la intimidad, dignidad y honor dentro del marco normativo peruano; sin 
embargo, ha quedado establecido que en el contenido estricto de los precipitados derechos 
no se halla delimitado los parámetros de un derecho que proteja los derechos fundamentales 
de una persona producto de los avances tecnológicos; asimismo, se tiene que la evolución de 
la tecnología hace emergente la necesidad de que se proteja al ser humano en sus derechos 
por medio de la dación normativa, siendo un proclive reconocimiento normativo en la 
legislación peruana sobre la base de ciertos criterios de ponderación y en relación con la 
realidad sobre la que se forma la sociedad peruana. 
 
A su vez, se tiene que en el marco del derecho comparado el derecho al olvido encuentra su 
fundamento en el ámbito de protección de los datos personales del individuo; asimismo, se 
tiene que sobre este contexto que la legislación Española reconoce el contenido del referido 
derecho de modo intrínseco desde su jurisprudencia como parte de un sentido de protección 
de los derechos fundamentales de la persona y del sentido de protección de los datos 
personales que circula en la red, es sobre ello se tiene que en reiterada jurisprudencia se ha 
pronunciado que es responsabilidad de los servidores tecnológicos (google, yahoo, bing, 
altavista etcétera) la información que circula en la red y más si con ello causa un grado de 
afectación sobre la base de los derechos fundamentales de la persona siendo que, a partir de 
la naturaleza jurisprudencial hace un reconocimiento del derecho al olvido como un modo de 
poner un límite a los avances tecnológicos dentro de la esfera individual de la persona; por 
tanto, se tiene que un contenido de reconocimiento jurisprudencial del derecho al olvido ha 
permitido que los avances tecnológicos no afecten la esfera individual del ser humano siendo 
que, por medio de ello se establece ciertos límites de ponderación para supuestos en general. 
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Es sobre el particular, que en el ámbito del derecho comparado en legislaciones como 
España, Argentina y Italia se ha enquistado la necesidad de poner en un grado de protección 
los derechos fundamentales de la personas, por medio del contenido novísimo de inclusión 
del derecho olvido como parte de un contenido de regulación a los avances tecnológicos 
estableciendo un criterio de ponderación a fin de que no colisione con el sentido estricto del 
derecho a la información que le asiste a la sociedad; y, es partiendo de ello que se ha logrado 
establecer en sendas sentencias judiciales en donde obliga a los buscadores de la red 
tecnológica a suprimir información que genere agravio a la dignidad o intimidad de la 
persona desde el ámbito de un análisis de cada caso o circunstancia en particular a fin de 
poder determinar de modo concreto un sentido de resocialización o de reinventarse en el 
plano familiar, laboral en que se desenvuelve el individuo sin que la información contenida 
en la red afecte un derecho personalísimo del individuo. 
 
Desde un plano jurídico, dentro del marco del derecho comparado se tiene que el 
reconocimiento taxativo jurisprudencial del derecho al olvido se encuentra direccionado a 
que la inserción de éste no colisione de algún modo con otros derechos fundamentales como 
la información y el derecho a la verdad que tiene la sociedad de conocer hechos 
trascendentes que generan un grado de repercusión en la forma en que esta se desarrolla o 
cimente; asimismo, se tiene que este criterio de ponderación tiene un grado de valides 
porque una sociedad democrática y que evoluciona en el tiempo tiene que encontrar una 
forma en que el derecho vaya evolucionando con el fin de proteger a las personas logrando 
que coexistan de la mejor forma los derechos fundamentales de la persona. 
 
Del mismo modo, se tiene que en la presente investigación se logra avizorar una serie de 
posturas en relación con el derecho al olvido y de las implicancias jurídicas jurídica que 
traería su inserción dentro de un ámbito de plausible regulación de las nuevas tecnologías de 
la información de modo tal que, la información circula en la red no afecte derechos  
fundamentales de la persona; asimismo, es que se logra colegir en la mayoría de los 
entrevistados que los derechos fundamentales de la persona se ven afectados productos de 
los avances tecnológicos a los que hace frente la sociedad, en un mundo globalizado como el 
nuestro en donde la herramienta de internet recorta distancia entre las personas; sin embargo, 
a su vez surge un grado de afectación de los derechos fundamentales de la persona al no 
encontrarse un grado de protección en la norma taxativa o en la jurisprudencia.
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En esta misma línea, se tiene que los entrevistados en la presente investigación consideran 
transcendente dentro la normativa jurídica peruana la introducción del derecho al olvido 
dentro de la norma jurídica o jurisprudencia como una forma de dar protección a los 
derechos  fundamentales de las personas, bajo un criterio de discreción y adecuación a 
nuestra realidad nacional; dado que, no se trata solo de copiar normas sino de que estas sean 
necesarias y adecuada a la realidad que enfrenta la sociedad; asimismo, es preciso señalar 
que lo que se busca en sentido estricto es que los avances tecnológicos también tengan 
límites que no pongan en detrimento de algún modo los derechos de la personas.   
 
Por tanto, se tiene que los entrevistados en el desarrollo de la presente investigación en 
equidad con la conceptualización que se tiene en el marco del derecho comparado 
consideran que de darse la inserción del derecho al olvido en el marco jurídico nacional es 
que debe darse un criterio de ponderación entre los derechos que se limitarían con la 
inclusión del derecho al olvido a fin de establecer ciertos criterios de ponderación para cada 
caso en particular siendo dicho parámetro relevante al momento de determinar la aplicación 
de este derecho bajo la finalidad de procurar que no se limiten derecho fundamentales en el 
marco de su regulación y protección. 
 
Desde otra arista, existen posturas distintas con relación a una plausible regulación del 
derecho al olvido dentro de la normativa jurídica peruana partiendo de que el derecho ya se 
encuentra contenido en el marco jurídico y legal de los derechos fundamentales y que no 
debemos ceñirnos en la  copia normativa del derecho comparado dado que, antes es preciso  
hacer un análisis si dicha figura del derecho al olvido es proclive a los sucesos de la realidad 
peruana y si existe información en la red tecnológica que limite derechos fundamentales y si 
estos surgen como problemática para el ciudadano y si no existe respuesta en nuestra  
normativa sobre delitos informáticos o no  se encuentra contenido dentro de un proceso de 
habeas data regulado en la legislación; dado que, puede  ser el caso que el derecho al olvido 
no se encuentre reglado de modo taxativo en nuestra norma pero que sin embargo se puede 
inferir el sentido de protección otras norma. 
 
Es desde lo señalado, que, en el marco de un análisis conceptual, normativo, jurisprudencial 
del derecho comparado, que se tiene que el derecho al olvido parte de un sentido estricto de 
la necesidad de regular por medio del derecho la vulneración a los derechos fundamentales 
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que trae consigo la inserción de los avances tecnológicos en una sociedad globalizada como 
la nuestra y es partiendo de ello que se hace necesaria una regulación por parte del derecho a 
fin de salvaguardar los intereses y derechos fundamentales como la dignidad, intimidad y 
honor de las personas en la sociedad es partiendo, de ello que se tiene que se puede concluir 
que el derecho al olvido debe partir de ser reconocido y aplicado sobre la base de ciertas 
circunstancias jurídicas que permitan su aplicación para cada caso en particular sobre la base 
amplia de que no se colisione derechos individuales; siendo, un claro ejemplo con el derecho 
a la información y a la verdad que tiene la sociedad de conocer sobre circunstancias o hechos 
trascendentes que permiten establecer el grado de interés en la información que circula en la 
red tecnológica para los usuarios. 
 
Por último, se tiene que la posición que se ha logrado conjeturar en la presente investigación 
es que el derecho es cambiante y que las normativa jurídica del país debe ir evolucionando a 
la par con las necesidades que se presentan en la sociedad; es en este contexto, que se tiene 
que el mundo globalizado como en el que vivimos se tiene que las tecnologías de la 
información y comunicación van en aumento siendo que, la información que circula en red 
debe ser objeto de limitaciones cuando afecta la dignidad, intimidad y el honor de una 
persona; asimismo, se tiene que los derechos fundamentales de las persona no pueden 
colisionar; entre sí, pero ello parte de establecer ciertos criterios de ponderación en la 
aplicación para cada caso en particular por medio de una aplicación tuitiva de la norma, a fin 
de que no exista una limitación de derechos fundamentales como la información y la verdad 
que también son de relevancia en la sociedad y para el desarrollo fundamental de la personas 

































Es desde lo desarrollado en la presente investigación, se ha podido arribar a las siguientes 
conclusiones: 
 
Primero: Existen implicancias jurídicas que genera la falta de reconocimiento del derecho 
al olvido que se ven manifiestan en un afectación colateral de otros derechos fundamentales 
como la dignidad, intimidad y el honor dado que, la inserción de las nuevas tecnologías de la 
información dentro de la sociedad globalizada pone en detrimento derechos fundamentales 
que afectan el desarrollo individual de la persona en virtud de la inmediatez en que se 
comparte la información por medio de la red; aunado, a ello se tiene el resultado real y 
concreto que genera la regulación contemporánea del derecho al olvido con la diversa gama 
de otro derechos de relevancia en la sociedad como es el derecho a la información y la 
verdad; y, que parte del reconocimiento subjetivo del derecho doctrinal, normativo y 
jurisprudencial que le da la inclusión jurídica del derecho al olvido. 
  
Segundo: Es relevante y sustancial establecer que un reconocimiento taxativo del derecho al 
olvido en la sociedad peruana permitirá delimitar un sentido de protección de los derechos 
fundamentales de las personas y que se ven limitados con la falta de regulación que existe 
producto de la inserción de las nuevas tecnologías de la información y comunicación así 
como de la información que circula en la red y que en muchos cas afecta la esfera individual 
de individuo; y, que el derecho propiamente dicho está obligado a regular siendo que, la 
regulación del mismo debe ser dada en ponderación con el derecho a la información y que es 
de fundamental en toda sociedad; por tanto es partiendo de lo esgrimido que el derecho al 
olvido debe darse en el contexto propio del país así como a nuestra realidad social y cultural. 
 
Tercero: Es pertinente delimitar que dentro de la normativa jurídica del país debe darse una 
inserción jurídica del derecho al olvido pero esta debe estar regulada sobre la base de un 
sentido de restricción, que permita su coexistencia con otros derechos fundamentales a partir 
de una regulación que permita dar un contenido de protección a esta novísima figura jurídica 
legal producto de los avances tecnológicos que se dan en el país con otro derecho reconocido 
dentro de la doctrina peruana como el derecho a la verdad y que se sujeta en relación con 
situaciones trascendentales que tiene la persona de mantener un contacto con su historia y  
de la sociedad;  partiendo de ello, el derecho a la verdad no puede ser obstáculo para 
permitir una resocialización o el derecho olvido de un error que se halla contenido en la red 




























En el presente capítulo, se arriban las siguientes recomendaciones: 
Primero: Establecer una reforma integral a nivel normativo legal dentro de la Ley de 
protección de datos personales - Ley Nº 29733 ante una inclusión del derecho al olvido con 
el fin de regular la información que circula en la red producto de los avances de la tecnología 
información y comunicación que se han producido en la sociedad globalizada y así no 
limitar los derechos fundamentales de las personas como la intimidad, honor y dignidad. 
 
Segundo: Encomendar al Estado la realización de una reforma integral del contenido de la 
acción de Hábeas data a fin, de que su contenido de protección abarque los avances 
tecnológicos y el sentido de protección de los datos de las personas sobre la información que 
circula en la red digital y en los diversos buscadores. 
 
Tercero: Incorporar a través de la jurisprudencia se establezcan criterios de ponderación en 
la aplicación del derecho al olvido a fin de que no colisione con otros derechos 
fundamentales como el derecho a la información y el derecho a la verdad a fin de, no limitar 
el contenido de los derechos fundamentales de la persona. 
 
Cuarto: Buscar mecanismos de difusión que permitan crear una cultura sobre las 
limitaciones que traen consigo el contenido de información que circula en la red tecnológica 
a fin de prever contingencias ante una plausible afectación de determinados derechos de las 
personas que forman parte de la sociedad peruana. 
 
Quinto: Reconocer la relevancia normativa que trae consigo el derecho al olvido producto 
de la inserción de las nuevas tecnologías de la información en la sociedad y dentro de la 
legislación peruana, bajo el fin de no limitar los derechos fundamentales de las personas en 
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ANEXO N° 01: Matriz de consistencia 
 











Implicancias Jurídicas del Derecho al Olvido dentro de las 
Nuevas Tecnologías de Información en relación con los 










¿Cuáles son las implicancias jurídicas del derecho al olvido 
dentro de las nuevas tecnologías de información en relación 











1) ¿Cuál sería la relevancia jurídica social que generaría en la 
sociedad peruana un reconocimiento taxativo en la norma 
del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías de 
información?  
 
2) ¿Cómo una regulación amplia del derecho olvido dentro de 
la normativa jurídica peruana podría afectar el derecho a la 
verdad en relación con situaciones trascendentales de la 









El uso de las nuevas tecnologías de información viene 
generando una limitación de derechos tales como el honor, 
intimidad personal, privacidad, a la resocialización que le 













1) El reconocimiento normativo del derecho al olvido 
cumpliría un rol tuitivo y de seguridad jurídica dentro 
del contexto de la sociedad peruana, dado que 
protegería derechos fundamentales de la personas 
dentro de su esfera individual y colectiva. 
 
2)  El derecho a la verdad no se vería afectado, pues para 
cada situación en particular se debe emplear un 
criterio de ponderación de derechos, dado que la 
sociedad no puede negar hechos relevantes para su 
historia  peros estos deben ser ponderados con la 









Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido 
dentro de las nuevas tecnologías de información en 











1) Establecer la relevancia jurídica social que generaría 
en la sociedad peruana un reconocimiento taxativo en 
la norma del derecho al olvido dentro de las nuevas 
tecnologías de información. 
 
2) Determinar si una regulación amplia del derecho 
olvido dentro de la normativa jurídica peruana podría 
afectar el derecho a la verdad en relación con 





















- Escenario: Juzgados Civiles y Universidades 
- Caracterización de Sujetos: 
1) Jueces Especializados en Derecho Civil. 














C1: Derecho al olvido 







C1: Relevancia jurídico social 






C1: Aplicación del derecho al olvido 
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TÍTULO: “IMPLICANCIAS JURÍDICAS DEL DERECHO AL OLVIDO DENTRO 
DE LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN EN RELACIÓN CON 































GUIA DE ANALISIS JURISPRUDENCIAL  
 
TÍTULO: “IMPLICANCIAS JURÍDICAS DEL DERECHO AL OLVIDO DENTRO 
DE LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN EN RELACIÓN CON 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA.” 
 
Objetivo General: 
“Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías de 
información en relación con los derechos fundamentales de la persona”.  
 
Identificación del objeto de Análisis 
 
Fuente: Sentencia Nº 3269/2014 de fecha 17 de julio del 2014 
 
Consideraciones generales (citas textuales o parafraseo): 
 
El procurador D. Jordi Pich Martínez, en nombre y  representación de D. Antonio interpuso 
demanda de juicio ordinario contra Google Spain, Yahoo Iberia, S.L y Telefónica de España, 
S.A.U. en la que solicitaba se dictara sentencia con los siguientes pronunciamientos:  
 
- Declare que los demandados han cometido una intromisión sobre mi  mandante 
en su derecho a la intimidad personal y familiar, a la imagen y al honor.  
- Que se retire la información personal de las indexaciones y cachés, en el cual 
consta publicado el Real Decreto 1396/1999, de 27 de agosto de 1999, por el que 
se indulta a Don Antonio por un delito cometido en 1981; y que en adelante, se 
prohíban y cesen las citadas indexaciones.  
- Que esta intromisión ilegítima y la vulneración del derecho a la protección  de 
datos ha causado a D. Antonio graves daños morales y económicos, cuantificados 
en 5.586.696 Euros  (cinco millones quinientos ochenta y seis mil seiscientos 
noventa y seis euros); en los que debe ser indemnizado.
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Apreciación y análisis 
 
Es en este contexto, que el Tribunal Supremo de la Sala Civil Española decide resolver el 
recurso interpuesto por el demandante D. Antonio contra Google Spain, Yahoo Iberia, S.L y 
Telefónica de España, S.A.U. se sustenta en base al indulto que le fue concedido al 
demandante por un delito que cometió en 1981 siendo que, el accionante señala que cuando 
coloca sus datos personales en los motores de  búsqueda de google  sale el delito del cual 
fue condonado, siendo que el demandante solicito en reiteradas oportunidades la cancelación 
de su datos personales de la red, pues el contenido de la misma le generaría una a afectación 
a sus derechos. 
 
Es sobre el particular, que la Sala considera que se debe realizar una ponderación entre el 
ejercicio de la libertad de información, consistente en que los datos sobre el otorgamiento de 
indultos puedan encontrarse en buscadores de Google, y el respeto a los derechos al honor y 
a la intimidad cuando la información en cuanto a la referencia de un delito de indulto puede 
afectar negativamente a la reputación del demandado. 
 
Por tanto, se tiene que debe darse un sentido de ponderación sobre el sentido de publicidad 
que  tiene la sociedad para estar diáfanamente informados sobre los indultos que otorga el 
Estado sobre la identidad del demandado y del delito que ha cometido; es desde este sentido, 
que se tiene que lo que la afectación que infiere el demandante se sustenta en que cuando 
coloca sus datos en los motores de búsqueda  lo primero que aparece es el enlace de la 
página web donde se publica el indulto que se le otorgó al demandante. 
 
En la parte resolutiva de la decisión la Sala Civil de España, que estima el daño irrogado al 
demandante en relación con el derecho al honor y a la intimidad del afectado resulta 
desproporcionado en relación al interés público que ampara el tratamiento sus datos por los 
buscadores de internet; asimismo, se tiene que cuando no es una persona de relevancia 
pública, ni los hechos que cometió son de relevancia histórica para la sociedad Española, es 
que se viene afectando los derechos fundamentales del accionante en el marco de su vida 
privada estimándose en la parte decisiva que se ha dado una afectación por parte de los 
motores de búsqueda y de la información contenida en la red; siendo que, en un extremo la 
sentencia desestima la indemnización pretendida por la demandante y esta es concedida en 
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8.000 euros en mérito a los daños morales y la vulneración de los derechos fundamentales 
que se ha producido sobre el demandante.  
 
Por último, se tiene que la demandada apelo dicha decisión y que la misma fue resuelto 
mediante sentencia N° 210/2016 del cinco de abril del 2016, el mismo que es desestimado 
sobre la base de que si se ha dado una afectación real y concreta de los derechos 
fundamentales del demandante; desde el sentido, que la información que circulaba en la red 
no es de interés general para la sociedad. 
 
Comentario 
Es sobre este contexto, que se logra determinar que existe una serie de implicancia jurídicas 
que se produce en relación al desarrollo de los nuevos avances tecnológicos por tanto, es 
partiendo de ello que se tiene que un plausible de reconocimiento del derecho al olvido en las 
diversas legislaciones permitirá un grado de protección de los derechos fundamentales que 
se vulneran en la red tecnológica producto de la información que los usuarios introducen en 
la red dado que, no existe esta un límite que medie el cuidado para suprimir una información 
























GUIA DE ANALISIS JURISPRUDENCIAL  
 
TÍTULO: “IMPLICANCIAS JURÍDICAS DEL DERECHO AL OLVIDO DENTRO 
DE LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN EN RELACIÓN CON 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA.” 
 
Objetivo Específico 01: 
“Establecer la relevancia jurídica social que generaría en la sociedad peruana un 
reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías 
de información”. 
 
Identificación del objeto de Análisis 
 
Fuente: Sentencia Nº 2843/2017 de fecha 13 de julio del 2017. 
 
Consideraciones generales (citas textuales o parafraseo): 
 
La procuradora D. Eva Domingo Martínez, en nombre y representación de D. Gines (que 
afirmaba ser conocido también como Javier), interpuso demanda de juicio ordinario contra 
el titular del Periódico 20 Minutos, en la que solicitaba se dictara sentencia: 
 
- Se declare la intromisión al derecho al honor, y/o a la propia imagen, por la 
utilización de fotografías de mi representado, y su manipulación al asociarlas a 
titulares "imágenes en google del doble crimen de calicanto", teniendo en cuenta 
que la sentencia que se adjunta como documento uno de la Audiencia Provincial de 
Valencia dice que "ninguna participación tuvo el acusado en dichos hechos.  
- Se condene a los demandados al resarcimiento moral y material que se concretará  
en ejecución de sentencia (pues en el presente momento, se necesitan datos que 
debe  proporcionar el  medio de comunicación), ponderando cada uno de los 
factores descritos en los hechos. 
- Condena que incluirá siempre la retirada de los archivos en medios informáticos, 




Apreciación y análisis 
 
El caso materia de autos, se trata sobre un conflicto entre la libertad de información y los 
derechos al honor y a la propia imagen que debe regirse, en cuanto al juicio de ponderación 
de ambos derechos y si corresponde la aplicación del derecho al olvido en relación con los 
hechos materia del presente proceso; es en este contexto que, se tiene que el demandante 
aduce que “[…] fue extraditado en 2008 desde los Estados Unidos de América por su 
presunta participación en unos delitos por los que fue definitivamente juzgado en España y 
absuelto en virtud de sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Valencia, Sección 1.ª, 
procedimiento de tribunal de jurado N.º 4/2012”. 
 
Es sobre el particular, que se tiene que el Tribunal Supremo de la Sala Civil,  considera en 
mérito que el caso materia de autos accionado por el demandante es de connotación  y de 
interés público, tanto por razón de la persona siendo que la afectación publica que alega la 
demandante resulta ser parte de un suceso de connotación trascendental y noticiable en la 
sociedad española; por tanto, se tiene que los criterios empleados en el marco del derecho al 
olvido por la jurisprudencia de ese país se circunscribe en que la información objeto de 
eliminación no tiene que ser objeto o interés público informativo; asimismo, se tiene que en 
el caso en autos que el demandante estuvo inmerso en un juicio oral por un doble asesinato, 
dada su extraordinaria repercusión social debe valorare si es objeto de mérito la aplicación 
del derecho al olvido del accionante  sobre el contenido de la información que circunda en 
la red tecnológica.   
 
El derecho al olvido, se establece como parte del contenido que está permitido de transitar de 
transitar en la red de Internet; por tanto, se tiene que en el caso en autos no concurre el 
requisito de la desaparición del interés público exigido por la jurisprudencia; el derecho al 
olvido digital, debe ir en consonancia con otros requisitos de adecuación, pertinencia y 
proporcionalidad del tratamiento de los datos personales que circulan en la red de internet.  
 
En virtud a las consideraciones expuestas, se tiene que la referida ha sido desestimada en 
razón que el derecho al olvido que esgrime el demandante basado en la cancelación de sus 
datos personales en relación que el tiempo transcurrido para la eliminación de sus datos no 
ha sido el suficiente o el adecuado, no siendo estimable la eliminación de sus datos con 
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relación a la finalidad con que fueron recogidos y objeto de tratamiento que la noticia sobre 
el demandado se ha dado con el fin de informar hechos de interés público; y, al ser que la 
afectación aducida por el demandante tan grave para su honor o vida privada, es que se 
esgrime necesario señalar que pasado un tiempo prudencial  (dado que la demanda se 
presentó dos años después de sucedido los hechos) sobre el periodo en que se asocien los 
hechos objeto de noticia el demandado se tiene que la imagen del demandante es un filtro 
que se asocia con la noticia pero que ello no genera un daño en su esfera personal; sin 
embargo, se deja a salvo puede hacer efectivo su derecho en la vía respectivo en un futuro. 
 













GUIA DE ANALISIS JURISPRUDENCIAL  
 
TÍTULO: “IMPLICANCIAS JURÍDICAS DEL DERECHO AL OLVIDO DENTRO 
DE LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN EN RELACIÓN CON 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA.” 
 
Objetivo Específico 02: 
“Determinar si una regulación amplia del derecho olvido dentro de la normativa jurídica 
peruana podría afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones trascendentales de 
la historia dentro de la sociedad”. 
 
Identificación del objeto de Análisis 
 
Fuente: Sentencia Nº 574/2016 de fecha 14 de marzo del 2016 
 
Consideraciones generales (citas textuales o parafraseo): 
 
El caso materia de autos, se da en que el demandante D. Mario Costeja Fernández,  presentó 
ante la Agencia Española de protección de Datos (AEPD) una reclamación contra La 
Vanguardia Ediciones, S.L., y contra Google Spain y Google, alegando que se viene 
afectando su derecho a la privacidad y al honor dado que, cuando introducía su nombre en el 
buscador de Google, obteniendo como resultado vínculos en la red en la que aparece el 
anuncio de subasta de inmueble a causa de un embargo por deudas a la Seguridad Social; 
asimismo, se tiene que el accionante aduce que al momento de efectuarse la referida 
ejecución la deuda estaba totalmente solventada, por tanto carece de cierta y real la 
información publicada en el diario y que circula en la red. 
 
Apreciación y análisis 
 
Es desde el contenido del caso materia de autos, que es permisible señalar que en el referido 
proceso se encontraba en colisión dos derechos como el derecho a la libertad de expresión y 
de información y por el otro  el  derecho al honor y a la imagen,  ambos  de  contenido 
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fundamental y constitucional; por tanto, se tiene que es determinante establecer la 
responsabilidad de los buscadores de internet por toda la información que circula en la red; 
por tanto, es en virtud de lo estipulado por el artículo 31 de la Ley Española 11.723; y, si es 
que deviene en procedente para el accionante la tutela preventiva de la difusión de 
información lesiva sobre sus derechos personalísimos de sujeto.  
 
Es respecto, al caso en autos que se tiene que el Tribunal Supremo de España, se ha 
permitido determinar que existe un grado de responsabilidad de los buscadores tecnológicos 
dado que, si bien en el marco del derecho comparado estos no tienen un sentido de 
obligación de monitorear los contenidos que se suben en la red los respectivos 
administradores de la página web, en virtud de que no deberían ser responsables por 
contenidos que ellos no han subido; sin embargo, se tiene que esta Sala Contenciosa 
Administrativa del Tribunal Supremo, sustenta su decisión sobre la base de que los  
buscadores son responsables por un contenido ajeno, cuando a partir del reclamo del 
afectado o usuario ha tomado conocimiento de la limitación del derecho fundamental de la 
persona en la sociedad. 
 
En este contexto, que se tiene esta Sala ha resuelto no amparar la demanda incoada por el 
recurrente en relación con el grado de atribución de responsabilidad del buscador sobre los 
hechos que son materia del presente proceso, asimismo, se señala que el demandado si ha 
incurrido en una responsabilidad subjetiva al  tomar  en  el conocimiento de la afectación 
a la que se ha visto expuesta el accionante; sin embargo, es de tenerse en cuenta que no se ha 
manifestado en autos de modo concreto el daño en el que se ha visto inmerso el demandado 
en su esfera individual como parte del contenido del marco jurídico del derecho al honor y 
privacidad con el que se ha visto afectado el accionante. 
 
Finalmente, se tiene que respecto a la decisión de declarar infundada la demanda accionada 
por el demandante, el Tribunal Supremo de España solventa su decisión en concordancia 
con lo establecido por el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
y en base a reiterada jurisprudencia que existe en el mencionado país, se tiene que toda 
restricción, sanción o limitación del derecho a la libertad de información en forma restrictiva 
y que toda limitación o presunción de vulneración de ella deviene en  inconstitucional  





Es sobre este contexto, que se tienen en el caso en autos que una plausible regulación del 
derecho al olvido debe darse sobre la base de un criterio de ponderación a fin de que no 
exista una colisión de derechos fundamentales asimismo, se tiene que sobre la referida 
inclusión del derecho al olvido en la legislación peruana debe darse ciertos lineamientos a 
fin de que no se afecte el derecho a la verdad un derecho igual de fundamental y relevante 
para la sociedad pues permite que  las personas tengan un contacto con los hechos que 
sucedieron en la sociedad; y, es en mérito de ello que se tiene que el derecho al olvido guarda 
en su contenido intrínseco la protección de derecho a la intimidad, dignidad y honor desde 


































3.2. GUÍA DE ENTREVISTA 





“Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de las nuevas tecnologías de 
información en relación con los derechos fundamentales de la persona” 
 
Entrevistado(a):………………………………………………………………………… 




Objetivo General: Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de las 
nuevas tecnologías de información en relación con los derechos fundamentales de la 
persona. 
 
1. Considera Ud. ¿Qué exista implicancias jurídicas en el derecho al olvido dentro de las 






2. Cree Ud. ¿Qué  existe una  regulación  adecuada  en materia de delitos informáticos  
en el país y que estas engloban dentro de su contenido el derecho al olvido como parte de 







3. Considera Ud. ¿Qué existe una  afectación real de  los derechos  fundamentales de la 
persona debido a la no existencia dentro del  marco  jurídico  de una concreta protección 






Objetivo Específico 1: Establecer la relevancia jurídica social que generaría en la sociedad 
peruana un reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las nuevas 
tecnologías de información. 
 
 
4. Desde su apreciación personal, considera Ud. ¿Qué sería de relevancia jurídica social el 
reconocimiento taxativo en la norma Constitucional el derecho al olvido dentro de las 







5. ¿Qué opinión le merecería a Ud. desde su óptica profesional que en el marco del derecho a 
la información se incluya  a la vez el derecho al olvido dentro de la Ley de Protección de 









Objetivo  Específico 2: Determinar si una regulación amplia del derecho olvido 
dentro de la normativa jurídica peruana podría afectar el derecho a la verdad en 








6. Cree Ud. ¿Qué una regulación del derecho olvido en la normativa jurídica peruana podría 
afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones trascendentales de la historia 





7. Desde su óptica personal ¿Qué limites considera Ud. que deberían  existir si se diera una 
regulación del derecho al olvido para que no exista una colisión con el derecho a la verdad 














Nombre del Entrevistado 
 
















“Implicancias Jurídicas del Derecho al Olvido dentro de las nuevas Tecnologías de 
Información en relación con los Derechos Fundamentales de la Persona” 
 
Entrevistado (a):………………………………………………………………………….. 





Objetivo General: Señalar las Implicancias Jurídicas del derecho al olvido dentro de 




1. ¿En su labor diaria en la formación de conocimiento jurídico en sus alumnos ha debatido 





2. Considera usted ¿Qué existe implicancias jurídicas dentro del derecho al olvido como 








Objetivo  Específico 2: Determinar si una regulación amplia del derecho olvido dentro de la 
normativa jurídica peruana podría afectar el derecho a la verdad en relación con situaciones 
trascendentales de la historia dentro de la sociedad. 
 
 
Objetivo  Específico 1: Establecer la relevancia jurídica social que generaría en la 
sociedad peruana un reconocimiento taxativo en la norma del derecho al olvido dentro de las 
nuevas tecnologías de información. 
 
 
3. Cree usted ¿Qué existe una  afectación real de  los derechos  fundamentales de la 
persona debido a  que el marco normativo ni jurisprudencial del país ostenta un 





4. Desde su apreciación personal, considera Ud. ¿Qué el derecho en su contenido normativo 










5. Usted considera. ¿Qué se debería regular el derecho olvido en la legislación peruana a fin 
de que esta se ponga en vanguardia con las legislaciones internacionales bajo el fin de 






6. ¿Cuáles sería los criterios sobre los que se podría regular el derecho al olvido que emerge 
dentro del derecho individual de la persona y el derecho a la verdad en relación con 













Nombre del Entrevistado 
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